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autodenuncia (a través del reconocimiento voluntario y veraz de la deuda, previo a las 
causas de bloqueo temporal legalmente previstas) y el ingreso de la deuda derivada de 
la defraudación, satisfaciendo ambas exigencias el pleno retorno a la legalidad al que 
el legislador ha querido anudar la renuncia al ius puniendi respecto del delito princi-
pal y sus instrumentales. 

Cuarta.  En el caso de delitos contra la Hacienda Pública o contra la Seguridad 
Social en los que la conducta defraudatoria consista en la solicitud de una devolución 
indebida, la simple autodenuncia –efectuada con carácter previo a materializarse la 
devolución– constituye el reverso de la conducta delictiva, siendo aplicable la excusa 
absolutoria siempre que concurran los demás requisitos previstos en los párrafos 4 del 
artículo 305 y 3 del artículo 307 del Código Penal.

Quinta.  La autodenuncia, aun cuando se efectúe con carácter previo a las cau-
sas de bloqueo previstas en los artículos 305.4 y 307.3 del Código Penal, no es presu-
puesto suficiente para la apreciación de la excusa absolutoria si no se produce la 
satisfacción de la deuda que se deriva de la previa defraudación consumada del tributo 
o de la cuota de la Seguridad Social, aun cuando sí puede motivar la apreciación de la 
circunstancia atenuante de confesión prevista en el artículo 21.4.ª del Código Penal. 

Sexta.  El ingreso espontáneo (en el sentido de anterior a las causas de bloqueo 
previstas por el legislador penal) y parcial de la deuda –tributaria o de la Seguridad 
Social– no afecta a la entidad delictiva de la conducta, que se perfeccionó con anterio-
ridad, en el momento de la elusión de la cuota en cuantía superior a los 120.000 euros, 
pero puede motivar la apreciación de la circunstancia atenuante de disminución o 
reparación del daño del artículo 21.5.ª del Código Penal, con entidad graduable aten-
diendo a la voluntariedad de la conducta reparadora y a las posibilidades y esfuerzo 
efectuado por el sujeto pasivo para subsanar los perjuicios derivados de su acción. 

Por lo expuesto, las Sras. y Sres. Fiscales en el ejercicio de sus funciones velarán 
por el cumplimiento de la presente Circular.

Instrucciones

INSTRUCCIÓN 1/2009, SOBRE LA ORGANIZACIÓN DE LOS 
SERVICIOS DE PROTECCIÓN DE LAS SECCIONES DE MENORES

1. �Ámbito  funcional de las Secciones de Menores en materia 
de protección 

Las Secciones de Menores tienen un ámbito de actuación acotado legalmente en 
materia de responsabilidad penal de menores. Por contra, la asunción de competen-
cias en materia de protección de menores no tiene una expresa cobertura legal, aun-
que tal configuración es perfectamente factible partiendo de las facultades 
organizativas atribuidas al Ministerio Fiscal.

La integración de las funciones de protección dentro del ámbito de actuación de 
las Secciones de Menores ha ido asumiéndose progresivamente: así, la Instruc-
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ción 2/2000, de 27 de diciembre, ya consideraba tal asunción como aconsejable. El 
apartado tercero del artículo 20 EOMF, dedicado al Fiscal de Sala Coordinador de 
Menores extiende sus competencias tanto al área de reforma como al de protección de 
menores, atribuyéndole las funciones de coordinación y supervisión de las Secciones 
de Menores. Por ese motivo, la Instrucción 3/2008, de 30 de julio, sobre el Fiscal de 
Sala Coordinador de Menores y las Secciones de Menores abogó definitivamente por 
la asunción de un esquema funcional en el que estas Secciones –aún admitiendo sub-
divisiones internas– abarcaran tanto los aspectos de reforma como los de protección. 
Tales subdivisiones, como expresa la Instrucción 3/2008 deben enmarcarse dentro de 
las facultades de organización interna de las Fiscalías, permitiendo que se repartan los 
cometidos de reforma y protección entre los Sres. Fiscales adscritos a la Sección de 
Menores, pero siempre en el triple entendimiento de que las competencias de ésta se 
extienden a los dos ámbitos de actuación, de que han de ejercitarse de forma coordi-
nada y bajo la supervisión de un único Fiscal Delegado, y de que la Sección de Meno-
res debe considerarse unificada.

La reseñada Instrucción 3/2008 desglosa las funciones que en materia de protec-
ción de menores deben asumir estas Secciones, partiendo de que no es factible desde 
una perspectiva de organización racional del trabajo que las Secciones aborden cual-
quier asunto en el que esté en juego el interés superior del menor, toda vez que el 
mismo aparece en una pluralidad de procedimientos que harían disfuncional su atri-
bución a una Sección específica de la Fiscalía. Ello debe entenderse sin perjuicio de la 
necesaria relación de coordinación que la Sección de Menores debe establecer con 
otras Secciones (Extranjería, Civil, Contencioso Administrativo, Penal, etc.). En todo 
caso, desde el respeto a los contenidos mínimos que la Instrucción 3/2008, sobre el 
Fiscal de Sala Coordinador de Menores y las Secciones de Menores perfila, es dable 
–dependiendo de las circunstancias concretas de cada Fiscalía– que las Secciones 
asuman el despacho de otros asuntos no expresamente previstos en los que deba pon-
derarse el superior interés del menor. Así debe interpretarse el punto 15 del epígrafe 
III.-4 de la referida Instrucción, que como cláusula de cierre incluía entre las funcio-
nes de las Secciones la de otras materias análogas o conexas con las anteriores, orien-
tadas a garantizar la efectividad del superior interés del menor.

Puede por ello decirse que las Secciones de Menores deben asumir las funciones 
de protección del menor, aunque ha de partirse de que no las asume en régimen mono-
polístico, toda vez que –en principio– no intervendrá en los procesos civiles matrimo-
niales, de filiación, y de jurisdicción voluntaria respecto de menores que no se 
encuentren en situación de riesgo o desamparo. 

Claro es que las consideraciones de esta Instrucción no son de aplicación a la 
Sección de Menores de la Audiencia Nacional, que por sus especialidades centra su 
ámbito funcional en el área de responsabilidad penal del menor.

Desde la Circular 3/1984, de 25 de junio, se venía reclamando del Ministerio 
Público la facultad y obligación de interesarse por los menores en situación de desam-
paro, incluso cuando las competencias de protección estaban atribuidas a los Tribuna-
les Tutelares de Menores, obligación recordada por la Instrucción 2/1986, de 25 de 
noviembre, que subrayaba que el gran problema de la defensa de los derechos de los 
menores, muchas veces víctimas inocentes de condiciones de explotación, corrupción 
o abandono, ha sido y es una de las misiones que el Ministerio Fiscal ha asumido con 
mayor entusiasmo.

El Legislador ha ido encomendando expresamente al Ministerio Fiscal importan-
tes funciones en el sistema de protección de menores, atribuciones que se han incre-
mentado especialmente tras la reforma del Código Civil operada por Ley 21/1987, 
de 11 de noviembre y tras la LO 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 
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Menor (en adelante LOPJM). El celo con el que las Fiscalías abordan estos cometidos 
se refleja en sus Memorias, en las que puede detectarse una progresiva ampliación de 
los ámbitos de actuación del Ministerio Público, de modo que podría decirse que des-
bordando su núcleo funcional – relativo a la supervisión de las actuaciones administra-
tivas en los supuestos de desprotección y conflicto social– son pocos los problemas 
con dimensión jurídica que afectan a los menores, como colectivo más vulnerable de la 
sociedad, que puedan quedar extra muros de las preocupaciones de la Institución. 

Tradicionalmente, sin embargo, se ha puesto de relieve que tales asignaciones 
funcionales no van acompañadas de las necesarias reformas orgánicas y dotaciones 
materiales, lo que en ocasiones ha propiciado un desempeño de las mismas alejado de 
los postulados de celeridad y eficacia que necesariamente debieran presidir su actua-
ción al atender las peticiones, reclamaciones y requerimientos que se le formulan por 
entidades públicas o por particulares. Incluso en ocasiones se ha podido observar la 
relajación en el cumplimiento de las obligaciones para con el Fiscal por parte de las 
Entidades Públicas de Protección de Menores, espectadoras de excepción del desbor-
damiento competencial del Ministerio Público.

Es claro que estas situaciones han de quedar como meras disfunciones del pasado, 
debiendo ser erradicadas a través de una nueva organización. Las Entidades Públicas 
de Protección de Menores deben tener claro sus obligaciones para con el Ministerio 
Fiscal en el cumplimiento de su función supervisora.

La presente Instrucción no pretende abordar en detalle las pautas de actuación y 
líneas interpretativas a defender por el Fiscal en cada una de las áreas de protección 
que se le encomiendan. Tal cometido se abordará en sucesivos instrumentos con la 
necesaria amplitud y rigor. Su objetivo es más modesto pero no menos importante: 
establecer los principios organizativos sobre los que construir el servicio de protec-
ción dentro de las Secciones de Menores.

2.  Tramitación de asuntos. Tipos de diligencias

La reforma introducida por Ley 14/2003 en el Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal introdujo en el artículo 5 una norma de cobertura para una pluralidad de actua-
ciones que debe llevar a cabo el Ministerio Fiscal en ámbitos dispersos y para las que 
no se contaba con soporte formal alguno. En efecto, el artículo 5 EOMF in fine dis-
pone que también podrá el Fiscal incoar diligencias preprocesales encaminadas a 
facilitar el ejercicio de las demás funciones que el ordenamiento jurídico le atribuye.

Esta previsión permite al Fiscal contar con un soporte procedimental para desple-
gar cuando considere conveniente un examen preliminar de un asunto perteneciente a 
cualquier jurisdicción antes de llegar a «promover la acción de la justicia». 

Ya la Instrucción 2/2006, de 15 de marzo, sobre el Fiscal y la protección del dere-
cho al honor, intimidad y propia imagen de los menores hacía uso de esta nueva habi-
litación estableciendo que quedan superadas las dudas que se planteaban por la 
anterior inexistencia de una disposición expresa que permitiera al Fiscal tener un 
soporte para realizar actuaciones preparatorias a la presentación de una demanda 
civil. Consiguientemente podrán los Sres. Fiscales utilizar estas diligencias para reca-
bar los datos que consideren de interés para preparar la demanda civil o, incluso, para 
decidir si tal demanda debe o no presentarse.

También la Circular 2/2006, de 27 de julio, sobre diversos aspectos relativos al 
régimen de los extranjeros en España postulaba esta vía procedimental para encauzar 
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las actuaciones relativas a la determinación de la edad de los menores extranjeros no 
acompañados. Últimamente hace lo propio la Instrucción 4/2008, de 30 de julio en 
relación con la protección de las personas discapaces.

Este mismo esquema es trasladable a múltiples cometidos del Ministerio Fiscal, 
especialmente en materia de preparación de demandas civiles para las que está legiti-
mado, tales como la promoción jurisdiccional de medidas en protección de menores. 
Incluso éste será el soporte de los expedientes de protección en los que se supervisan 
las medidas adoptadas por las Entidades Públicas de Protección de Menores, que si 
bien normalmente no desembocan en actuaciones procesales, potencialmente puede 
predicárseles tal carácter preprocesal. 

En este tipo de diligencias concurren una serie de singularidades que las separan 
del régimen común de las Diligencias de Investigación. Coherentemente, su trata-
miento debe ser distinto, tanto en aspectos adjetivos (denominación, registro y nume-
ración), como en aspectos materiales, básicamente en cuanto a que deben por su 
propia naturaleza extrapenal relajarse los principios de contradicción y de defensa. 

Tampoco tales diligencias deberán entenderse sometidas al plazo máximo de 
duración de seis meses, no siendo consecuentemente necesaria la petición de prórroga 
a la Fiscalía General del Estado cuando se rebase dicho periodo legal. Esta exención 
del sistema de petición de prórroga en ningún caso habrá de interpretarse como una 
atenuación en la celeridad que debe necesariamente inspirar a los Sres. Fiscales en la 
tramitación de las Diligencias Preprocesales.

A través de la regulación de las Diligencias Preprocesales se dará cauce: 1) a los 
expedientes de protección que se inicien con la comunicación de la Entidad Pública 
de Protección de Menores de la declaración de desamparo y correlativa asunción de 
tutela de un menor, para a través de ellos supervisar, hacer un seguimiento de las 
medidas adoptadas, y eventualmente promover las actuaciones jurisdiccionales que 
pudieran ser necesarias en interés del menor (expedientes de protección de menores 
tutelados); 2) a los expedientes de protección que se incoen como consecuencia de la 
comunicación de la Entidad Pública de Protección de Menores de la asunción por la 
guarda de un menor (expedientes de protección de menores bajo medida de guarda) y 
3) a los expedientes de protección que se abran ante la recepción por cualquier medio 
de la notitia de la existencia de un menor en situación de riesgo, y que conforme a las 
previsiones legales (art. 16 LOPJM) deban ser verificadas (expedientes de protección 
en investigación). En este punto debe hacerse la salvedad de que cuando tal noticia 
sea relativa a hechos que puedan ser constitutivos de delito, lo que habrá de incoarse 
–si todavía no se ha abierto causa judicial–, serán unas Diligencias de Investigación.

Es importante que en la llevanza de todos estos expedientes y en base al principio 
de impulso de oficio, se establezcan sistemas de control y revisión periódica, con el 
fin de evitar paralizaciones en la tramitación. Especialmente recomendable será la 
utilización de sistemas informáticos de aviso de revisiones periódicas. Los Expedien-
tes de Protección iniciados con la comunicación de la asunción de la tutela automática 
o de la guarda deben en todo caso revisarse cada seis meses, para comprobar si la 
Entidad Pública ha remitido el correspondiente informe de seguimiento, informe que 
deberá contener datos precisos sobre la evolución del menor a fin de que el Fiscal 
pueda cumplir sus cometidos legales de efectiva supervisión.

Deben superarse los silencios administrativos u omisiones en la emisión de infor-
mes y habrán de rechazarse los escritos estandarizados carentes de información. Los 
Sres. Fiscales cuidarán de que tanto en los informes ordinarios semestrales como en 
los extraordinarios que en cualquier momento puedan solicitarse, la Entidad Pública 
de Protección de Menores haga referencia al menos a los siguientes extremos: a) lugar 
de residencia del menor tutelado o sometido a guarda; b) estado de salud en general, 
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así como la atención personal y asistencial que haya podido requerir el menor; c) 
actividades formativas desarrolladas; d) actuaciones practicadas en pro de su inser-
ción en la familia biológica o, en su defecto, perspectivas de inserción en familia 
alternativa.

También habrá de exigirse que los escritos en los que la Entidad Pública conteste 
a requerimientos de información sobre menores en situación de riesgo sean suficien-
temente expresivos de las circunstancias concurrentes en cada caso y sobre las medi-
das adoptadas o, en su caso, sobre las causas por las que no procede la adopción de las 
mismas.

3. Índice  de tutelas

El denominado «índice de tutelas» se menciona en el artículo 23 LOPJM que 
dispone que para el ejercicio de la función de vigilancia de la tutela que atribuyen al 
Ministerio Fiscal los artículos 174 y 232 del Código Civil, se llevará en cada Fiscalía 
un Índice de Tutelas de Menores.

El índice de tutelas debe contener el listado de todos los menores que en la res-
pectiva provincia se encuentran bajo la tutela de la Comunidad Autónoma.

Consecuentemente, la primera comunicación en la que la Entidad Pública pone 
en conocimiento del Fiscal la asunción de la tutela sobre un menor habrá de dar lugar 
a la práctica del correspondiente asiento en dicho Índice de Tutelas. 

Cuando un expediente se archive conforme a Derecho, correlativamente habrá de 
cancelarse el correspondiente asiento del índice de tutelas.

A tales efectos, habrá de entenderse que el expediente se archiva conforme a 
Derecho cuando en los casos de tutela automática concurra alguno de los siguientes 
supuestos: revocación por desaparición de las causas que motivaron la declaración de 
desamparo; constitución de la tutela ordinaria; adopción; emancipación; mayoría de 
edad; fallecimiento del menor y traslado del expediente del menor a otra Comunidad, 
con la correlativa asunción por ésta de la tutela.

Al índice no deben tener acceso los menores en situación de riesgo, salvo, lógica-
mente, que su situación pase a ser la de menores tutelados.

En los supuestos en los que el Fiscal haya dado cuenta a la Entidad Pública de 
una situación de posible riesgo o desamparo en un menor, deberá en todo caso recibir 
una respuesta fundada sobre las medidas adoptadas, que en caso de generar la asun-
ción de la tutela o de la guarda implicará la práctica del correspondiente asiento.

En el propio índice de tutelas debe figurar el número del expediente de protec-
ción asignado al menor, de manera que su consulta permita una rápida localización de 
toda la documentación e informes que de cada menor consten en Fiscalía.

4.  Llevanza de Registros Informáticos

El servicio de protección de las secciones de menores deberá llevar los siguientes 
registros, en soporte informático: 1) Registro de expedientes abiertos tras la comuni-
cación de la asunción de la tutela automática por la Entidad Pública; 2) Registro de 
expedientes abiertos tras la comunicación de la asunción de la guarda por la Entidad 
Pública; 3) Registro de procesos judiciales relativos a impugnaciones de medidas pro-
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tectoras acordadas por las Entidades Públicas respecto de menores (art. 749.2 
LEC 2000); 4) Registro de procesos judiciales relativos a adopciones; 5) Registro de 
procesos judiciales relativos a acogimientos; 6) Registro de expedientes de protección 
abiertos a menores para verificar posibles situaciones de riesgo; 7) Registro de inter-
venciones en medidas urgentes conforme al artículo 158 CC para apartar al menor de 
un peligro o evitarle perjuicios; 8) Registro de expedientes abiertos para proteger los 
derechos de los menores en supuestos de ensayos clínicos (Real Decreto 223/2004, de 
6 de febrero, por el que se regulan los ensayos clínicos con medicamentos) y en inves-
tigaciones que implican procedimientos invasivos sin beneficio directo (Ley 14/2007, 
de 3 de julio, de Investigación biomédica); 9) Registro de intervenciones en defensa 
de los derechos fundamentales de los menores, [en especial ante lesiones a la intimi-
dad y propia imagen de menores, ante la pertenencia de un menor o de sus padres a 
una asociación cuando ésta impida o perjudique el desarrollo integral del menor, ante 
internamientos de menores en centros psiquiátricos (arts. 4, 7.2 LOPJM y 763.2 
LEC 2000) y acciones de cese y rectificación de publicidad ilícita dirigida a menores 
(art. 5.5 LOPJM)]; 10) Registro de intervenciones en procesos sobre sustracción 
internacional de menores (art. 1902 anterior LEC); 11) Registro de diligencias de 
determinación de edad de menores extranjeros, en caso de ser llevadas por la Sección 
(vid. epígrafe VI.-3, punto 7 de la Instrucción 5/2007, de 18 de julio); 12) Registro de 
actas sobre las visitas periódicas a Centros de Protección de Menores (art. 21.4 
LOPJM); 13) Registro de actas sobre visitas a Centros Penitenciarios para supervisar 
la situación de los menores que permanezcan con sus madres en Centros Penitencia-
rios; 14) Registro de visitas (vid. infra, epígrafe 9); 15) Demás libros derivados de 
otras materias análogas o conexas con las anteriores, orientadas a garantizar la efecti-
vidad del superior interés del menor que la Sección de Menores asuma (vid. epígrafe 
III.-4 n.º 15 de la Instrucción 3/2008).

Además, se conservarán debidamente archivadas las copias de las actas de las 
visitas a los Centros de Penitenciarios y a los Centros de Protección.

La creación y gestión del índice de tutelas como de los demás Registros previstos 
en la presente Instrucción, gozan, a efectos de las exigencias establecidas en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, 
de la cobertura que le proporciona la Instrucción de la Fiscalía General del Estado 
6/2001, de 21 de diciembre, sobre Ficheros automatizados de Datos Personales Ges-
tionados por el Ministerio Fiscal.

5. � Coordinación con estamentos administrativos e integra-
ción en órganos consultivos

El Comité de los Derechos del Niño ha promovido la necesidad de coordinación 
de los poderes públicos a fin de garantizar la aplicación efectiva de la Convención de 
los Derechos del Niño, para hacer que las obligaciones dimanantes de la Convención 
sean reconocidas no sólo por los principales departamentos cuyas actividades tienen 
considerables repercusiones sobre los niños sino también por todos los poderes públi-
cos en general.

Las conclusiones de las Jornadas sobre «aplicación de las medidas de protección 
de menores», para Fiscales, Jueces y Entidades Públicas de 3 de octubre de 1997 ya 
proponían la instauración en los distintos ámbitos territoriales de Comisiones de 
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Coordinación de la Protección de Menores, en las que podrían participar cuantas ins-
tituciones estén implicadas en la protección de los mismos.

Desde la perspectiva del Ministerio Fiscal debe partirse de que es imprescindible 
mantener reuniones periódicas con los distintos estamentos administrativos encarga-
dos de la protección y promoción de los derechos de los menores. 

En efecto, las relaciones con la Administración son esenciales en la esfera de pro-
tección de menores, en la que los contactos y comunicaciones deben ser continuos, con 
la correspondiente exigencia de fluidez, sin perjuicio de la necesidad de preservar la 
necesaria autonomía imprescindible para ejercer correctamente las funciones de super-
visión que el ordenamiento atribuye al Fiscal respecto de la actividad administrativa.

Además de realizar todos los actos de comunicación a que legalmente vienen 
obligados tanto las Entidades Públicas como el Ministerio Fiscal, es necesario el 
intercambio de informaciones puntuales para dar solución a las situaciones que exijan 
la adopción de medidas urgentes. En efecto, esta comunicación más allá del mero 
cumplimiento de las obligaciones de supervisión semestral puede ser esencial para 
aunar criterios de actuación, así como para solventar las posibles discrepancias exis-
tentes, trasladar de primera mano las dificultades surgidas en actuaciones específicas 
y para fomentar la búsqueda común de soluciones. 

Una vía adecuada a tales fines es la de mantener de forma periódica reuniones de 
trabajo del Delegado de Menores de Fiscalía con el Director o Delegado Provincial 
competente en protección de menores para analizar casos problemáticos.

Otra posible vía es la integración del Delegado de Menores de Fiscalía en comi-
siones constituidas ad hoc. A estos efectos debe recordarse el cambio operado en las 
directrices que al respecto se han impartido desde la Fiscalía General del Estado. En 
una primera fase, por oficio del Fiscal Inspector de 2 de noviembre de 2004 se informó 
a la Fiscalía de Palencia y al resto de las Fiscalías de Castilla y León que ningún 
representante del Ministerio Fiscal debía integrarse en los denominados Consejos 
Provinciales, entendiéndose que «el imparcial ejercicio de la función de vigilancia del 
Ministerio Fiscal» no podía quedar comprometido por «la integración de sus miem-
bros en órganos administrativos de consulta y asesoramiento de la Entidad Pública 
cuya actividad en defensa de los menores debe legalmente supervisar». 

En una segunda fase, en 2005, estos criterios fueron objeto de revisión. Así, el 
Consejo Fiscal, en su pleno de 13 de julio de 2005 acordó informar favorablemente la 
cuestión de compatibilidad del Fiscal Delegado de la Sección de Fiscalía de Menores 
de la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana para for-
mar parte del Observatorio de la Comunidad Valenciana de Inserción Socio-Laboral 
de Menores y Jóvenes, de los Sistemas de Protección y Reeducación de Menores.

Los nuevos criterios se plasman en el reciente oficio de fecha 14 de febrero de 
2006, en el que el Fiscal Inspector da cuenta de la nueva orientación favorable a este 
tipo de intervenciones siempre que se cumplan dos condiciones: la necesaria natura-
leza pública de los organismos en que el Fiscal se integre y que dicha actuación del 
Fiscal, de naturaleza altruista, sea comunicada a la Fiscalía General a fin de determi-
nar si puede, por la naturaleza de las funciones a desarrollar, quedar comprometida la 
independencia en la actuación del Ministerio Fiscal, pues si bien es evidente que las 
Comunidades Autónomas no puede imponer funciones al Ministerio Fiscal a través 
de sus normas, no lo es menos que el Fiscal debe intervenir en la protección de los 
intereses cuya tutela le está encomendada. En el caso analizado se autoriza la desig-
nación de dos Fiscales de la Audiencia Provincial de Jaén para intervenir en la Comi-
sión Provincial de Absentismo Escolar y en el Consejo Provincial de la Infancia, 
«habida cuenta de que tal actuación del Fiscal no viene impuesta, sino que es solici-
tada por la Comunidad», correspondiendo la designación al Fiscal Jefe.
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La nueva redacción del artículo 11.3 EOMF aporta –si cabe– mas base a las posi-
bilidades de colaboración del Ministerio Fiscal con otras instancias administrativas.

6.  Cuestiones estadísticas 

La importancia del control estadístico en materia de menores es subrayada por la 
Observación General n.º 5 del Comité de los Derechos del Niño sobre Medidas gene-
rales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño. No solo deben 
establecerse sistemas eficaces para recabar datos, sino también hacer que los datos 
recopilados sean evaluados y empleados para detectar los problemas e informar sobre 
la evolución de las políticas relativas a la infancia. 

Hasta la fecha, la Memoria de la Fiscalía General del Estado contenía datos 
estadísticos individualizados sobre proceso penal de menores. Los datos relativos a 
protección de menores aparecían de forma incompleta, sin autonomía, e integrada 
en el cuadro relativo a «actuación civil y mercantil». Dentro de ellos aparecían los 
siguientes epígrafes: tutelas, adopciones, acogimientos y jurisdicción voluntaria de 
menores. 

Integrado el servicio de protección dentro de las Secciones de Menores, es nece-
sario dotar de autonomía estadística a las cifras generadas en esta área. Por ello se 
extraerán del cuadro relativo a «actuación civil y mercantil» las tutelas automáticas, 
las adopciones y los acogimientos. Debe mantenerse dentro de la «actuación civil y 
mercantil» la jurisdicción voluntaria de menores, dentro de la cual se integraría, entre 
otras, la enajenación de bienes de menores o la constitución de tutela ordinaria sobre 
menores no desamparados, materias éstas que –en principio y como regla general, 
salvo que la Sección de Menores lo asuma dentro de las potestades auotorganizativas 
de cada Fiscalía (vid. epígrafe III.-4 n.º 15 de la Instrucción 3/2008)– no entran dentro 
de las competencias del área de Protección de Menores.

Consiguientemente, las secciones de menores, dentro del área de protección, 
habrán de elaborar un cuadro estadístico para su posterior integración en la estadística 
de la Fiscalía General del Estado sobre las siguientes materias:

1)  Expedientes de tutela automática incoados tras la comunicación de la Enti-
dad Pública. 

2)  Expedientes de guarda incoados tras la comunicación de la Entidad Pública. 
3)  Expedientes de protección abiertos a menores en situación de riesgo (vid. 

epígrafe III.-4.3 de la Instrucción 3/2008). 
4)  Intervención en procedimientos judiciales de impugnación de medidas pro-

tectoras acordadas por las Entidades Públicas respecto de menores (art. 749.2 LEC 
2000). 3.1) A instancias del Fiscal; 3.2) A instancias de particulares.

5)  Expedientes abiertos para proteger los derechos de los menores en supuestos 
de ensayos clínicos. 

6)  Intervención en procesos judiciales relativos a adopciones.
7)  Intervención en procesos judiciales relativos a acogimientos. 
8)  Intervenciones en procedimientos en defensa de los derechos fundamentales 

de los menores. 
9)  Intervenciones en procesos sobre sustracción internacional de menores 

(art. 1902 anterior LEC). 
10)  Número de visitas de inspección a Centros de Protección de Menores reali-

zadas durante el año (art. 21.4 LOPJM).
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7.  Juntas de Sección

La Instrucción 2/2000, de 27 de diciembre sobre aspectos organizativos de las 
secciones de menores de las Fiscalías ante la entrada en vigor de la LO 5/2000 insti-
tuía las Juntas de Fiscales de las Secciones de Menores como órganos distintos de las 
Juntas de Fiscalía. 

Tal Junta sectorial será convocada para tratar cuestiones organizativas o doctrina-
les tanto de reforma como de protección y derechos fundamentales de menores a la 
vista de la nueva estructuración unificada inaugurada por la Instrucción 3/2008, de 30 
de julio.

En el seno de estas Juntas y por lo que hace a protección habrán de abordarse 
problemas tales como reparto de trabajo dentro de la Sección de Menores, programas 
anuales de objetivos, revisión de normas de buenas prácticas, análisis de asuntos con-
cretos de especial dificultad o trascendencia, etc. 

De tales Juntas habrá de levantarse la correspondiente Acta que será remitida al 
Fiscal-Jefe, como superior jerárquico, para su conocimiento y efectos.

8.  Composición. Reparto de trabajo

En cuanto a la composición y el reparto de trabajo dentro del servicio de protec-
ción de las secciones de menores, el principio básico ha de ser en esta materia el de 
dejar a las facultades autoorganizativas de cada Fiscalía el concreto diseño e integra-
ción del Servicio, siempre con respeto a la premisa de la dirección del mismo por 
parte del Delegado de la Sección de menores.

Dentro de este marco, cabrá, pues, atendiendo a criterios cuantitativos, cualita-
tivos y de eficacia y racionalización del trabajo, adscribir alguno o algunos de los 
Fiscales de la Sección de Menores al despacho de los asuntos de protección (enten-
dida en sentido amplio, incluyendo derechos fundamentales) o repartir estos asuntos 
entre todos o la mayoría de los Fiscales de la Sección.

En todo caso será preceptivo que al menos dos Fiscales de la Sección participen 
en la llevanza de los asuntos de protección, con el fin de generar continuidad en el 
Servicio sin que vacaciones u otras licencias o permisos puedan afectar al buen fun-
cionamiento del mismo.

Será preceptivo, además de la ágil y rigurosa emisión de informes, remisión de 
documentación o petición de información, la asistencia a las vistas derivadas de los 
procesos judiciales de protección y derechos fundamentales. El Delegado de la Sec-
ción adoptará a tales efectos las oportunas provisiones. 

9. � Atención al público: Recepción de denuncias y evacuación 
de consultas de menores y ciudadanos en general

Las Secciones de Menores se han constituido en un auténtico referente social, 
habiendo calado en el ciudadano el trascendental despliegue funcional que los Fisca-
les llevan a cabo en protección de los menores.
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Desde esa perspectiva, viene siendo habitual que las Secciones de Menores reci-
ban numerosas visitas de personas que acuden a la Fiscalía a poner de manifiesto 
situaciones que sin ser delictivas consideran atentatorias contra los derechos de los 
menores. 

A tales efectos debe tenerse en cuenta que algunos preceptos amparan con carác-
ter específico esta dimensión de la actuación del Fiscal. El artículo 10.2b) LOPJM 
dispone que para la defensa y garantía de sus derechos el menor puede poner en cono-
cimiento del Ministerio Fiscal las situaciones que considere que atentan contra sus 
derechos con el fin de que éste promueva las acciones oportunas.

La disposición adicional tercera, apartado primero de la LOPJM también prevé 
en relación con las tutelas, curatelas o guardas que tanto el Juez como el Ministerio 
Fiscal actuarán de oficio en interés del menor o incapaz, adoptando y proponiendo las 
medidas, diligencias y pruebas que estimen oportunas. Suplirán la pasividad de los 
particulares y les asesorarán sobre sus derechos y sobre el modo de subsanar los 
defectos de sus solicitudes.

La nueva redacción del artículo 172 CC, tras la reforma operada por Ley 54/2007, 
de 28 de diciembre, de Adopción internacional dispone que aunque pasado el plazo 
legal decaerá el derecho de los padres de solicitud u oposición a las decisiones o 
medidas que se adopten para la protección del menor, no obstante podrán facilitar 
información a la entidad pública y al Ministerio Fiscal sobre cualquier cambio de las 
circunstancias que dieron lugar a la declaración de desamparo.

Las anteriores consideraciones exigen la necesaria puesta en marcha por parte de 
la Sección de Menores de un servicio o turno de atención al ciudadano, a prestar por 
uno de los Fiscales integrado en la Sección. El Delegado de Menores, previo análisis 
en la Junta de Menores, será competente para determinar turnos, horarios de atención 
al público, exigibilidad o no de previa petición de cita etc.

Las visitas que se reciban deberán ser anotadas en registro informático especí-
fico. 

10.  Servicio de guardias 

El servicio de guardia de menores, además de las prescripciones contenidas en la 
Instrucción 2/2000, de 27 de diciembre, habrá de atender a las incidencias –dentro de 
las competencias atribuidas al Fiscal– que se produzcan dentro del área de protección.

11.  Forma de los actos del Fiscal en el ámbito de protección

Pese al gran número de dictámenes e informes que deben en este ámbito emitirse, 
han de observarse escrupulosamente las obligaciones contenidas en la Instrucción 
1/2005, de 27 de enero, sobre la forma de los actos del Ministerio Fiscal, en especial 
lo relativo a que los actos del Ministerio Fiscal, ya se formalicen por escrito, ya por 
medio de informe oral, deberán cumplir, como regla general, desde el punto de vista 
sustantivo, con la necesaria exigencia de motivación, proporcionada a la entidad del 
acto, y desde el punto de vista formal, con unos mínimos básicos de pulcritud, clari-
dad e inteligibilidad; en los informes escritos, en los que no podrá utilizarse la forma 
manuscrita, habrá de estar identificado nominalmente el Fiscal interviniente.
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12.  Visados

Como regla general en materia de protección, teniendo en cuenta las singularida-
des de cada expediente y la necesidad de impulsar la celeridad, no será necesario el 
visado de los dictámenes o escritos que puedan presentarse. Ello debe entenderse sin 
perjuicio de que cuando el Fiscal interviniente considere el asunto de especial tras-
cendencia o novedad, dé cuenta al Delegado de la Sección y que éste, la vista de las 
circunstancias concurrentes, pueda optar por interesar del Fiscal actuante que se le de 
traslado para visado de los sucesivos informes que se emitan en la causa o expe-
diente.

13. � Supervisión de la situación de los niños en Centros y Uni-
dades Penitenciarias 

En el ámbito del Consejo de Europa esta materia ya suscitó su interés, que se 
plasmó en la Recomendación R(2000)1469 sobre las madres y los recién nacidos en 
prisión.

La reciente Resolución del Parlamento Europeo de 13 de marzo de 2008, sobre la 
situación especial de las mujeres en los centros penitenciarios y las repercusiones de 
la encarcelación de los padres sobre la vida social y familiar (2007/2116(INI)) en su 
punto 16 subraya la necesidad de que el sistema judicial vele por el respeto de los 
derechos del niño al examinar las cuestiones relacionadas con el encarcelamiento de 
la madre y en su punto 24 pide a los Estados miembros que faciliten la reagrupación 
familiar y, en particular, las relaciones de los progenitores encarcelados con sus hijos, 
a menos que sean contrarios a los intereses de estos últimos, mediante la creación de 
estructuras de acogida cuya atmósfera sea diferente a la del marco carcelario y que 
permitan actividades comunes así como un contacto afectivo apropiado.

La Instrucción 3/2008 en el n.º 33 de su apartado III.-4 3) al desgranar los come-
tidos de la Sección de Menores en materia de protección y derechos fundamentales 
asumía el de supervisar la situación de los menores que permanezcan con sus madres 
en Centros Penitenciarios. 

En cumplimiento de esta función, el Delegado de la Sección de Menores se coor-
dinará con los Fiscales de Vigilancia Penitenciaria para que en las visitas que éstos 
realicen a los Centros Penitenciarios en los que existan Unidades de madres, les 
acompañe un Fiscal de Menores con la periodicidad que se estime necesaria. Del 
mismo modo visitarán las Unidades Dependientes y las Unidades Externas. De la 
visita a dichas Unidades se levantará la correspondiente acta.

Como principio general y de conformidad con lo dispuesto en el apartado 4.º del 
artículo 17 RP en los posibles conflictos que surjan entre los derechos del niño y los 
de la madre originados por el internamiento en un establecimiento Penitenciario, 
deben primar los derechos de aquél

A tales efectos debe recordarse la Instrucción 2/1990, de 8 marzo sobre protec-
ción de los menores ingresados en Centros Penitenciarios de Mujeres con sus madres 
presas.

En esta Instrucción, que debe considerarse vigente en lo no afectado por las 
modificaciones operadas en la normativa penitenciaria, y en lo no incompatible con la 
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presente, se establecen una serie de cometidos que deben entenderse asumidos por las 
Secciones de Menores.

En extracto la Instrucción postula, por lo que ahora interesa, además de visitar 
estos departamentos, lo siguiente: 

–  Las disposiciones sobre desamparo pueden ser también de aplicación a meno-
res internados en Centros Penitenciarios de Mujeres; 

–  Los Fiscales deberán instar de las Entidades Públicas la extensión de las medi-
das de protección a los niños ingresados en los Centros Penitenciarios, facilitándoles 
la tarea en todo lo que sea posible; 

–  Sólo podrán permanecer ingresados en los Centros Penitenciarios los hijos de 
las internas que justifiquen fehacientemente la filiación. Todos los demás niños ingre-
sados en los Centros Penitenciarios, cuya filiación no pueda ser justificada o sea des-
conocida, se deberán poner a disposición de la Entidad Pública, a fin de que les sean 
aplicadas las medidas de protección de la Ley 21/87, de 11 de noviembre; 

–  En caso de tener que separar al hijo de la madre, se deberá fijar el régimen de 
visitas, la periodicidad y duración, dando cuenta de ello al Fiscal, quien cuidará de 
que estas se lleven a cabo y no quede el niño privado de la relación con su madre, a no 
ser que esto sea valorado como contraproducente. Estas actuaciones se llevarán a 
cabo bajo la vigilancia del Fiscal, debiendo recurrir resoluciones que no se consideren 
legítimas o sean perjudiciales para el menor.

Las Secciones de Menores habrán en definitiva, de velar por el efectivo cumpli-
miento de la legalidad penitenciaria en materia de menores y por la preservación de su 
superior interés, debiendo a tales efectos recordarse aquí que el artículo 38.2 LOGP 
en su nueva redacción dada por LO 13/1995 de 18 diciembre dispone en su párrafo 
primero que «las internas podrán tener en su compañía a los hijos que no hayan alcan-
zado los tres años de edad, siempre que acrediten debidamente su filiación. En aque-
llos centros donde se encuentren ingresadas internas con hijos existirá un local 
habilitado para guardería infantil».

El mismo precepto, en su párrafo segundo establece que «la Administración peni-
tenciaria celebrará los convenios precisos con entidades públicas y privadas con el fin 
de potenciar al máximo el desarrollo de la relación materno-filial y de la formación de 
la personalidad del niño dentro de la especial circunstancia determinada por el cum-
plimiento por la madre de la pena privativa de libertad».

El apartado tercero del artículo 38 LOGP establece que reglamentariamente se 
establecerá un régimen específico de visitas para los menores que no superen los diez 
años y no convivan con la madre en el centro penitenciario. Estas visitas se realizarán 
sin restricciones de ningún tipo en cuanto a frecuencia e intimidad y su duración y 
horario se ajustará al régimen organizativo de los establecimientos.

El Reglamento Penitenciario desarrolla este precepto en su artículo 17, que por lo 
que ahora interesa dispone en su apartado primero que la Dirección del estableci-
miento admitirá a los hijos menores de tres años que acompañen a sus madres en el 
momento del ingreso. Cuando estas soliciten mantenerlos en su compañía dentro de 
la prisión, deberá acreditarse debidamente la filiación y que dicha situación no entraña 
riesgo para los menores, poniendo en conocimiento del Ministerio Fiscal la decisión 
adoptada a los efectos oportunos.

Cohonestando esta puesta en conocimiento con las disposiciones de la Instruc-
ción 2/1990, debe interpretarse que en estos supuestos el Fiscal, en caso necesario, 
esto es, cuando estime que no queda suficientemente acreditado que la situación no 
entraña riesgo para los menores, dará traslado a la Entidad Pública para que esta eva-
lúe el caso e informe si la medida es o no conveniente para el menor.
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El apartado segundo de este precepto establece que las internas que tuviesen en el 
exterior hijos menores de tres años bajo su patria potestad podrán solicitar del Con-
sejo de Dirección autorización para que éstos permanezcan en su compañía en el 
interior del centro penitenciario, que se concederá siempre que se acredite debida-
mente la filiación y que tal situación no entraña riesgo para los menores. A tal fin, se 
recabará la opinión del Ministerio Fiscal, a quien se le notificará la decisión adop-
tada.

Armonizando de nuevo esta previsión de solicitud de opinión del Fiscal con las 
disposiciones de la Instrucción 2/1990, debe interpretarse que en estos supuestos el 
Fiscal, en caso necesario, y antes de dar su opinión, cuando estime que no queda sufi-
cientemente acreditado que dicha situación no entraña riesgo para los menores, dará 
traslado a la Entidad Pública para que, en uso de las facultades del artículo 172 CC, 
evalúe el caso e informe si tal medida es o no conveniente para el menor, o si lo con-
veniente es que permanezca con los parientes con los que residía, su tutela u otra 
medida adecuada.

Los Sres. Fiscales habrán igualmente de supervisar el cumplimiento de las dispo-
siciones del apartado quinto del artículo 17 RP, en relación con la obligación de la 
Administración Penitenciaria de disponer para los menores y sus madres de unidades 
de madres, que contarán con local habilitado para guardería infantil y estarán separa-
das arquitectónicamente del resto de los departamentos, a fin de facilitar las especifi-
cidades médico-sanitarias, de salidas y de régimen general que la presencia de los 
menores en el centro hiciesen necesarias.

Del mismo modo habrán de cuidar los Sres. Fiscales de que, de acuerdo con el 
apartado sexto del precepto de referencia, se fomente por la Administración Peniten-
ciaria la colaboración y participación de las instituciones públicas y privadas de asis-
tencia al menor en las unidades de madres o en las unidades dependientes creadas al 
efecto para internas clasificadas en tercer grado que tengan en su compañía hijos 
menores de tres años, celebrando los convenios precisos para potenciar al máximo el 
desarrollo de la relación materno-filial y de la formación de la personalidad de los 
niños.

La Instrucción 2/1990 establecía también que el Fiscal debía solicitar de los Cen-
tros Penitenciarios las listas de los niños allí ingresados, con su filiación y nombre de 
la interna con las que se encuentran, su edad y altas y bajas, listas que deberá incluir 
en su informe a la Fiscalía General. 

Aunque la práctica habitual es la de que tales listados se remiten a las Secciones 
de Menores de las Fiscalías, en caso de que efectivamente se constante algún retraso 
en la remisión, los Sres. Fiscales oficiarán al Centro Penitenciario para que dé debido 
cumplimiento a tal previsión. 

A estos efectos debe tenerse que en la actualidad existen ocho centros con Uni-
dades de Madres, que son los de Albolote (Granada), Alcalá de Guadaira (Sevilla), 
La Moraleja (Palencia), Madrid V y Madrid VI, Mallorca, Teixeiro (A Coruña) y 
Valencia Preventivos. En el Centro Madrid VI (Aranjuez) existe también un Módulo 
Mixto (art. 168 RP), que permite la convivencia entre ambos progenitores y su hijo 
común. 

Del mismo modo existen siete Unidades Dependientes (art. 80.4 RP), que se 
caracterizan por ubicarse fuera de prisión, destinarse a internas en tercer grado, ges-
tionarse en colaboración con Organizaciones no Gubernamentales y depender del 
Correspondiente Centro Penitenciario. Estas Unidades Dependientes son en la actua-
lidad siete: Albolote (Granada, gestionada por Romper Cadenas), Alcalá de Guadaira 
(Sevilla, gestionada por Nuevo Futuro), Madrid V (Nuevo Futuro), Madrid VI (Hori-
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zontes Abiertos), Tenerife (Cruz Roja) Valencia CIS Malvarrosa (Generitat) y Valen-
cia CIS Rocafort (Nuevo Futuro).

Debe tenerse en cuenta que pese a no contar con Unidades de Madres, en deter-
minados Centros Penitenciarios pueden convivir con sus madres transitoriamente 
niños menores. Son los casos de los Centros Penitenciarios de Algeciras, Badajoz, 
CIS Victoria Kent, Huelva, Jaén, Las Palmas, Madrid I, Málaga, Pamplona, Sevilla, 
Tenerife, Topas, Villabona y Zuera.

Además está prevista la inmediata puesta en marcha en el año 2009 de las deno-
minadas Unidades Externas de Madres, situadas fuera de los Centros Penitenciarios y 
en las que podrán ubicarse también internas clasificadas en segundo grado de cumpli-
miento. Las Unidades aprobadas son las de Palma de Mallorca, ya inaugurada, y las 
de Sevilla, Yeserías (Madrid), Canarias y Valencia. Estas Unidades Externas quedan 
sometidas a las disposiciones de los artículos 178 al 182 inclusive del Reglamento 
Penitenciario. 

Los Sres. Fiscales interpretarán las reglas sobre el tiempo máximo de permanen-
cia de los menores con sus madres en Unidades Penitenciarias con la necesaria flexi-
bilidad, a la luz del principio del superior interés del menor, teniendo en cuenta que en 
determinadas situaciones (ej. cumplimiento de la edad antes de acabar el curso), una 
aplicación rígida de la norma podría suponer un grave quebranto de los derechos de 
los menores. A tales efectos, debe tenerse presente que la Resolución del Parlamento 
Europeo de 13 de marzo de 2008, sobre la situación especial de las mujeres en los 
centros penitenciarios y las repercusiones de la encarcelación de los padres sobre la 
vida social y familiar (2007/2116(INI)) considera que al adoptar decisiones relativas 
a la separación o a la permanencia con el progenitor encarcelado, se debe tener siem-
pre en consideración el interés superior de los menores.

Habrá de tenerse igualmente en cuenta que en ocasiones, los Servicios Sociales 
Penitenciarios disponen de una información privilegiada tanto de las madres internas 
embarazadas y de su familia extensa como de la situación en la que va a quedar el 
menor que por razón de edad tenga que salir del Centro Penitenciario. Teniendo pre-
sente la calidad de estas informaciones y el hecho de que con relativa frecuencia 
ponen de manifiesto situaciones de grave riesgo o de desamparo, los Sres. Fiscales, en 
su función de superiores vigilantes de la actuación de las Entidades Públicas Protec-
toras de Menores, cuidarán de que éstas adopten las medidas de protección en cada 
caso pertinentes con la celeridad que la situación concreta reclame.

Los Sres. Fiscales verificarán igualmente que se respeta el derecho a la escolari-
zación de estos menores, requiriendo en su caso de la Administración las medidas 
procedentes, teniendo en cuenta la situación de especial vulnerabilidad en que se 
encuentran los mismos.

14.  Comunicaciones interorgánicas

Cuando los Sres. Fiscales tuvieran conocimiento de la comisión de infraccio-
nes administrativas en las que se lesionen intereses de menores (ad exemplum, 
infracciones en materia laboral en relación con trabajadores menores de 18 años, 
infracciones en materia de espectáculos públicos, infracciones en materia de expen-
dición de alcohol y tabaco), remitirán el correspondiente oficio al ente u órgano 
administrativo competente para la imposición de sanciones, a los efectos que proce-
dan en Derecho.
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Ya la Instrucción 10/2005 ponía de manifiesto que si bien no existe una norma 
general expresa al respecto y solamente en casos concretos la ley prevé que el 
Ministerio Fiscal comunique a la autoridad administrativa extremos de los que ten-
gan conocimiento y de los que puedan derivarse consecuencias administrativo-san-
cionadoras, cabe de esta regulación fragmentaria extraer un principio general de 
comunicación interorgánica o interinstitucional, asumido por la Fiscalía General 
del Estado (vid. Instrucciones de la Fiscalía General del Estado 4/1991 de 13 de 
junio, 2/1999 de 17 de mayo, y 1/2003, de 7 de abril, todas ellas en materia de trá-
fico; Instrucciones 7/1991, de 11 de noviembre y 1/2001, de 9 de mayo, en materia 
de siniestralidad laboral; Consulta 2/1996 de 19 de febrero, en materia de defrauda-
ciones a la Seguridad Social o Circular 1/2002, de 19 febrero, en materia de extran-
jería). El fundamento de estos actos de comunicación radica en última instancia en 
que el Derecho administrativo sancionador y Derecho Penal son manifestaciones 
del ordenamiento punitivo del Estado, derivadas del artículo 25 CE (STC 18/1981, 
de 8 de junio) y en la función de defensa de la legalidad que el artículo 124 CE 
atribuye al Fiscal. En el ámbito de menores, a este fundamento habría de adicionár-
sele el de la necesidad de preservar el superior interés del menor, necesidad que 
impone a todas las autoridades e instancias con competencias en la materia la obli-
gación de adoptar las medidas procedentes dentro de su órbita funcional y el deber 
de actuar coordinadamente entre sí.

15. � Tratamiento de la actividad del servicio de protección 
de las Secciones de Menores en las Memorias territoria-
les y en la Memoria de la Fiscalía General del Estado

La gran trascendencia de la actividad del Ministerio Fiscal en materia de protec-
ción de menores, hace necesario que sea objeto de obligado tratamiento en las Memo-
rias de las Fiscalías para su ulterior reflejo en la Memoria de la Fiscalía General del 
Estado. Tal obligación se plasmará en el informe general a que se hace referencia en 
la letra l) del epígrafe V (en la que se asigna al Delegado la redacción del apartado de 
la Memoria de la Fiscalía relativo a la Sección de Menores integrado por el informe 
anual de la Sección) y en la letra d) del epígrafe II de la Instrucción 3/2008, de 30 de 
julio (en la que se asigna al Fiscal de Sala Coordinador de Menores elaborar anual-
mente, y presentar al Fiscal General del Estado un informe sobre los procedimientos 
seguidos y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de reforma y 
protección de menores, que será incorporado a la Memoria anual presentada por el 
Fiscal General del Estado).

El tratamiento de la actividad del Ministerio Fiscal en materia de protección de 
menores debe hacer referencia a los problemas suscitados en la interpretación y apli-
cación de la Ley, asuntos especialmente relevantes, dictámenes del Fiscal y resolucio-
nes judiciales de especial interés, en relación con las materias propias del área de 
protección y –sin perjuicio de que se unan o no al apartado específico de la Memoria– 
propuestas de reformas legislativas. Podrán incluirse cualesquiera otras exposiciones 
que se estime deben ser de conocimiento general.

En razón de todo lo expuesto, con el propósito de cumplir las obligaciones que en 
relación con la protección de menores impone nuestro ordenamiento jurídico al 
Ministerio Público, los Sres. Fiscales se atendrán en lo sucesivo a las prescripciones 
de la presente Instrucción.
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INSTRUCCIÓN 2/2009, SOBRE APLICACIÓN DEL PROTOCOLO 
DE CONFORMIDAD SUSCRITO POR LA FISCALÍA GENERAL 
DEL ESTADO Y EL CONSEJO GENERAL DE LA ABOGACÍA 

ESPAÑOLA

I.  INTRODUCCIÓN

La progresiva consolidación de las reformas organizativas y funcionales que cris-
talizaron en la Ley 24/2007 de 9 de octubre de reforma del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal, presididas por los principios de reforzamiento de la autonomía, 
unidad de actuación especializada y reordenación territorial, permite ahora avanzar 
un paso más en el decidido impulso modernizador, que, a partir de esos cambios ins-
trumentales, busca mejorar de manera efectiva y tangible el servicio que cotidiana-
mente prestan los Fiscales a los ciudadanos, a espera de un nuevo modelo procesal 
penal verdaderamente acorde a las exigencias de la Constitución e internacionalmente 
homologable.

En esa línea, la finalidad de las Instrucciones 1/2008 y 2/2008 de la Fiscalía 
General del Estado fue identificar y subrayar en la ley vigente las claves de una inter-
vención más dinámica y eficaz del Fiscal en la fase de investigación de los delitos, en 
su doble faceta de dirección de la Policía Judicial y colaboración activa con la instruc-
ción judicial. Pues bien, esa misma lógica de raíz acusatoria aconseja también favore-
cer aquellas salidas anticipadas del proceso que, sin menoscabo de ningún derecho, y 
dentro del estricto marco de legalidad que la Constitución impone, faciliten una reso-
lución más rápida, menos traumática y, en suma, menos costosa en todos los sentidos 
del conflicto penal.

Entre otros instrumentos idóneos para ese fin, la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
vigente ofrece, ya desde su redacción inicial, y de manera mucho más extendida a 
partir de las reformas introducidas en el ámbito del procedimiento abreviado y los 
denominados juicios rápidos, la posibilidad de conformidad del acusado, que, en sus 
diversas modalidades, permite en definitiva evitar la celebración del juicio oral y aun 
la propia instrucción, generalmente con la contrapartida de una modificación a la baja 
de la pretensión punitiva. Las cifras de conformidades alcanzadas, crecientes año tras 
año, constituyen uno de los pulmones de oxígeno que explican y permiten la supervi-
vencia de nuestra maquinaria procesal decimonónica.

Sin embargo, como también es sabido, algunas inercias instaladas en la práctica 
forense han impedido hasta ahora un aprovechamiento plenamente satisfactorio de 
esa útil herramienta procesal. El hecho de que en la gran mayoría de los casos se pro-
duzca, por expresarlo gráfica y literalmente, a pie de estrados, vacía a la conformidad 
de buena parte de su potencial eficacia, y además desvirtúa en alguna medida su esen-
cia acusatoria.

Así, desde el punto de vista de la eficiencia concretada en una Justicia más ágil, 
la conformidad cobra verdadero sentido en la medida en que no sólo sirva para evitar 
el innecesario enjuiciamiento del acusado que se confiesa culpable, sino el coste, en 
términos de trabajo y de tiempo para los diferentes sujetos implicados en el proceso, 
que puede suponer el cumplimentar todas las actuaciones conducentes a la celebra-
ción del juicio. Asignado un tiempo en la agenda del órgano judicial y del Fiscal, 
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citados los testigos y peritos, presentes éstos –igual que el propio Fiscal y los Aboga-
dos– en la sede judicial, la conformidad en estrados viene a poner en evidencia la 
absoluta inutilidad de todo ese esfuerzo, desplegado obviamente en detrimento de 
otras dedicaciones igual o más prioritarias. Al tiempo que se dilapida el esfuerzo de 
otros funcionarios públicos (miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, forenses, peritos y técnicos), que malgastan en vanos desplazamientos y espe-
ras su jornada laboral, y perjudica muy especialmente a los testigos, víctimas y perju-
dicados convocados a la vista que, forzados a alterar su normal actividad cotidiana, 
acaban experimentando –con explícitas manifestaciones de protesta, en muchos 
casos– una justificada frustración al conocer que, habiéndose conformado el acusado 
en el último minuto, su esfuerzo también ha sido baldío.

Asimismo, en el plano de las garantías, la materialización de la conformidad en 
la inmediatez del juicio también constituye una potencial fuente de problemas. No ya 
únicamente por la dificultad de asegurar la unidad de actuación del Ministerio Fiscal 
(entroncada en la seguridad jurídica y la igualdad ante la ley), que en el momento 
previo de la formulación del escrito de acusación o calificación provisional se instru-
menta a través del visado. Sino también por el riesgo cierto de que la imposibilidad de 
acceder in situ y sobre la marcha a determinados datos pueda inducir a error a la acu-
sación y al propio acusado sobre las consecuencias reales de la conformidad así pac-
tada. No es infrecuente, por ejemplo, que la dificultad para comprobar los 
antecedentes o determinadas circunstancias personales o patrimoniales del reo genere 
una errónea expectativa sobre la posibilidad de suspensión condicional de la condena, 
que al revelarse inviable, ya en fase de ejecución, viene a alterar de modo radical e 
irremediable el sentido de su decisión de aceptar la pena.

A todo lo cual se añade, además, la propia mecánica y la, por así decirlo, esceno-
grafía del acuerdo de conformidad, en la sala de vistas y casi siempre a presencia del 
Juez o Tribunal que, con su sola posición expectante, cuando no con su espontánea 
–por más que bienintencionada– intervención en las pertinentes conversaciones, con-
tamina de manera inevitable su estatus de imparcialidad, o, mejor dicho, de apariencia 
de imparcialidad, aun cuando sólo sea por el hecho habitual de que en dichas conver-
saciones, con frecuencia desprovistas de cautelas formales, se ponga abiertamente de 
manifiesto la mayor o menor fortaleza de las posiciones de la acusación y la defensa.

La imagen que sobre el propio acusado, y más aún sobre los perjudicados y víc-
timas, puede asimismo proyectar el hecho de que sus intereses se ventilen entre juicio 
y juicio, en unos minutos, de modo aparentemente –o realmente– improvisado, a 
puerta cerrada, sin su intervención y con la consiguiente sensación de desconoci-
miento de lo que en el interior de la Sala están negociando los profesionales del dere-
cho, viene a resultar, en fin, muy negativa desde el punto de vista de la credibilidad y 
de la dignidad de la función tanto de Jueces y Fiscales como de los propios Abogados 
defensores.

En atención a todas estas cuestiones, y a iniciativa del Consejo General de la 
Abogacía Española (CGAE), la Fiscalía General del Estado ha suscrito con dicho 
órgano de representación de los Colegios de Abogados un Protocolo de actuación 
para juicios de conformidad (en lo sucesivo el Protocolo), que se adjunta a la presente 
Instrucción y que, de manera sucinta, buscando sobre todo la simplicidad y la agilidad 
en la ejecución de sus términos, trata de ordenar, aprovechar mejor y desenvolver en 
condiciones a la vez más eficaces y más garantistas, las distintas posibilidades que la 
legislación procesal vigente ofrece en este ámbito.

Conviene en este sentido adelantar que el objeto de la presente Instrucción es 
básicamente organizativo. Se trata de aportar los instrumentos necesarios para la efi-
caz aplicación del Protocolo, aprovechando no obstante para agregar algunas cautelas 
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en el plano de las garantías, y aportando, en fin, algunos criterios interpretativos con 
el exclusivo fin de facilitar la interpretación y aplicación del texto suscrito, que en 
cualquier caso no puede suponer –como es obvio– alteración alguna del actual marco 
legal del instituto de la conformidad. A estos efectos cabe simplemente recordar y 
reiterar el contenido, en parte dedicado a esta cuestión, de la Instrucción 1/1989 de 27 
de febrero, así como de la Circular 1/2003 y la Instrucción 1/2003, ambas de 7 de 
abril, insistiendo con especial énfasis en cuanto ésta última dice sobre la vigencia y 
alcance de los principios de legalidad y de búsqueda de la verdad material en nuestro 
modelo de proceso penal.

II.  ASPECTOS ORGANIZATIVOS Y FUNCIONALES

El Protocolo diseña en su artículo 7 las bases de un sistema de comunicación 
entre acusación y defensa, mediante la paralela organización de un servicio de enlace 
y coordinación en la Fiscalía y el Colegio de Abogados. Conviene por tanto examinar 
los requerimientos que ese sistema impone a la organización interna de las Fiscalías, 
y el mecanismo de interacción con el servicio paralelo que han de ofrecer los Cole-
gios de Abogados.

La regla citada se limita a afirmar que «se designarán uno o varios Fiscales, dota-
dos de los medios humanos y materiales necesarios, para el seguimiento y aplicación 
de las presentes normas. En consecuencia, dichos Fiscales asumirán por sí mismos o 
asegurarán de manera coordinada e inmediata la comunicación con los Letrados a los 
efectos de este Protocolo, así como la negociación y, producido en su caso el acuerdo, 
la efectiva realización de éste por los procedimientos establecidos en la ley (…)».

La imprecisión y/o versatilidad de ese texto han sido buscadas de propósito, en 
aras a la flexibilidad y, precisamente, a la eficacia. Al suscribir el Protocolo la Fiscalía 
General del Estado era consciente de que en varias Fiscalías de España ya existen, en 
algunos casos funcionando satisfactoriamente desde hace años, mecanismos de coor-
dinación con los Abogados para favorecer las conformidades antes del juicio. No 
tiene por tanto ningún sentido forzar cambios funcionales donde ya se dan buenos 
resultados. Al contrario, se trata precisamente de extender esa práctica al resto de los 
órganos del Ministerio Fiscal. Y a tal fin es preciso huir de cualquier encorsetamiento. 
Las posibilidades y las necesidades de cada Fiscalía dependen de su volumen de tra-
bajo, del número de sus componentes, de la naturaleza de los asuntos que despachan 
(no es lo mismo, a estos efectos, una Fiscalía Especial o la Fiscalía de la Audiencia 
Nacional que una Fiscalía Provincial), de la manera en que tenga organizados otros 
servicios (existen Fiscalías que concentran en una sección el servicio de asistencia a 
juicios, otras que los distribuyen por turnos entre todos los miembros de la plantilla, 
etc.…), y de otros factores que, en definitiva, conocen y dominan mejor quienes 
actúan cotidianamente sobre el terreno.

Por eso la presente Instrucción se limitará a señalar los objetivos que tienen que 
cumplir los respectivos Fiscales Jefes –ofreciendo, a lo sumo, algunas sugerencias 
organizativas– dejando a su prudente criterio las medidas concretas que para alcanzar 
tales fines hayan de adoptar en función de las posibilidades y necesidades del órgano 
que dirigen. Se trata, como dice la norma transcrita, de que uno o varios Fiscales se 
instituyan en punto de referencia (el preámbulo del Protocolo los denomina fiscales 
de incidencias), con un triple función: primera, comunicarse directamente con el res-
ponsable o responsables del Colegio o Colegios de Abogados para cualquier cuestión 
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relacionada con la aplicación del Protocolo (infra, II.1.1.); segunda, asegurar la comu-
nicación inmediata entre el Fiscal y el Abogado que deban negociar la conformidad, 
cercionándose de la efectividad de su gestión (II.1.2.); o, en su caso, asumir por sí las 
actuaciones conducentes a dicha conformidad (II.1.3).

Conviene hacer algunas precisiones:

II.1.1  En el primer apartado debe aclararse que en ningún caso se trata de intro-
ducir un cauce burocrático forzoso y formal para la relación entre Abogados y Fisca-
les, o, dicho de otro modo, que los Abogados tengan que dirigirse a la Fiscalía a través 
del coordinador de su Colegio, y, viceversa, que cada Fiscal sólo pueda contactar con 
un Abogado previa intervención del compañero o superior jerárquico que coordine la 
aplicación del Protocolo. Bien al contrario, la relación entre los coordinadores de 
ambas instituciones busca precisamente facilitar el contacto directo entre el Abogado 
y el Fiscal que –con arreglo a las normas de cada Fiscalía– esté encargado de negociar 
la conformidad. 

Se pone sencillamente a disposición de unos y otros un mecanismo de localiza-
ción y enlace.

Cuestión distinta es que, como ya se ha anticipado, la organización de la Fiscalía 
atribuya en determinados casos a este Fiscal de incidencias encargado del seguimiento 
de las conformidades no sólo esa tarea de mediación o enlace, sino también la función 
de llevar a cabo la negociación de la conformidad. Es claro que en tal supuesto el 
Fiscal originariamente encargado del asunto deberá, en los términos que establezca el 
Fiscal Jefe, canalizar la iniciativa de conformidad a través del compañero que esté al 
cargo de esa tarea específica, y cederle igualmente su conocimiento cuando este lo 
reclame ante la iniciativa del correspondiente Abogado.

En todo caso, junto a esas funciones, el Fiscal o Fiscales encargados de la aplica-
ción del Protocolo asumirán la responsabilidad de detectar y resolver cualquier inci-
dencia que pueda observarse en su aplicación. En caso de que el problema planteado 
sea de tal entidad que pueda lleguen a impedir o dificultar seriamente el funciona-
miento del sistema protocolizado, y no sea posible solventarlo mediante el contacto 
directo con el servicio de coordinación del correspondiente Colegio de Abogados, el 
Fiscal o Fiscales responsables deberán informar por conducto del Fiscal Jefe a la Ins-
pección Fiscal, para que la Fiscalía General del Estado pueda examinar las posibles 
soluciones con el Consejo General de la Abogacía.

II.1.2  Ya se ha indicado que los Fiscales Jefes deberán modular las condiciones 
organizativas concretas de ejecución del Protocolo según las posibilidades y las nece-
sidades de cada Fiscalía. En cualquier caso, deberán comunicar al Decano o Decanos 
de los Colegios de Abogados correspondientes a su territorio los pormenores de ese 
esquema organizativo, así como identificar al Fiscal o Fiscales que servirán de puntos 
de contacto, y facilitar a éstos últimos los medios de comunicación y asistencia nece-
sarios para el desempeño de sus funciones. Deberán, obtener recíproca información 
de los Decanos, asegurando de este modo la efectiva puesta en marcha del servicio de 
comunicación entre ambas instituciones.

Las posibilidades que ofrece ese diseño organizativo interno son muchas.
Ciertamente, en Fiscalías de mediano o gran tamaño parece recomendable que el 

encargo de organizar y sostener esa vía de enlace entre Fiscales y Abogados se atri-
buya a más de un Fiscal, tratándose de un servicio que la Fiscalía debe prestar en 
régimen de cotidiana disponibilidad, estableciendo a tal fin unas pautas horarias –a 
diario en todo caso– lo suficientemente amplias como para que los Abogados y los 
propios Fiscales puedan acceder a él fácilmente. Por ello, aparte de la imprescindible 
dotación de medios, los Fiscales Jefes deben procurar la suficiente difusión de su 
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existencia, así como del contenido del Protocolo, entre todos los miembros de la plan-
tilla de la Fiscalía.

II.1.3  Sin perjuicio de esas facultades organizativas de los Fiscales Jefes, éstos 
deberán procurar, no obstante, que en los supuestos más sencillos los propios Fiscales 
encargados del contacto inicial con los Abogados (los Fiscales de incidencias, en la 
terminología del Protocolo) tengan facultades para pactar directamente la conformi-
dad, una vez recabada y estudiada la causa y consultado en su caso el Fiscal que lleva 
el asunto, sin necesidad por tanto de que éste último intervenga materialmente en las 
conversaciones. Será así posible una actuación más rápida y sencilla de cara al Abo-
gado y menos 8 perturbadora de la normal actividad de los Fiscales, que podría verse 
continuamente interrumpida o condicionada por los requerimientos de encuentro o 
conversaciones con los Letrados.

Incluso cabe establecer la misma mecánica para los supuestos en que el Abogado 
plantee directamente la conformidad al Fiscal del caso. Éste, en lugar de negociarla él 
mismo, podría derivar el asunto al Fiscal o Fiscales encargados de coordinar las con-
formidades.

Todo ello queda, como queda dicho, al razonable criterio organizativo de cada 
Fiscal Jefe, reiterando de todos modos que este sistema de asunción directa de las 
conformidades por parte de determinados Fiscales específicamente encargados de 
ello debe reservarse a aquellos casos sencillos que no exigen el estudio y el conoci-
miento exhaustivo de una causa compleja. En esos otros supuestos, dicho Fiscal o 
Fiscales realizarán fundamentalmente la descrita labor de contacto y enlace entre los 
Abogados y el Fiscal encargado del caso, sin perjuicio de cuanto se dirá más adelante 
acerca de las medidas que deben adoptarse para garantizar la unidad de actuación.

III.  PRESERVACIÓN DE LAS GARANTÍAS

Como ya se anticipó en la introducción, desde la Fiscalía General del Estado se 
contempla la puesta en marcha del Protocolo suscrito con el Consejo General de la 
Abogacía como una ocasión idónea para revisar y fortalecer la actuación del Fiscal en 
el plano de la legalidad y las garantías, en especial la unidad de actuación que rige 
constitucionalmente la actuación del Ministerio Público. En concreto, las conformi-
dades producidas después de haberse formalizado el escrito de acusación –y por tanto 
de su visado– presentan algunas dificultades a la hora de controlar y asegurar, frente a 
cualquier error o disfunción, la plena aplicación de esos principios. También es 
imprescindible atender al interés de las víctimas y perjudicados por el delito, que, 
salvo que estén personados en la causa, ordinariamente quedan al margen de las nego-
ciaciones y del acuerdo de conformidad.

III.1  Legalidad y unidad de actuación

Como es sabido, el ordenamiento jurídico español no permite –a diferencia de 
otros modelos procesales, y con la excepción del proceso de reforma de menores– 
ejercicios de oportunidad aparejados a la terminación pactada del proceso. Sólo es 
legalmente admisible la aproximación de las posturas de la acusación y la defensa en 
el terreno de la calificación jurídica del hecho y de las consecuencias punitivas dentro 
de un estricto marco de legalidad. Dicho de otro modo –como lo hacía la Instrucción 
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1/1989–, el Fiscal «deberá promover esas soluciones facilitadoras de la sentencia, no 
ciertamente apartándose de la legalidad, pero sí utilizando todos los márgenes de arbi-
trio legal para llegar a situaciones de consenso con el acusado y su defensa (…)».

En consecuencia, los Fiscales Jefes deberán, al tiempo que organizan la aplica-
ción del Protocolo adjunto, evaluar y, si es preciso, reforzar los mecanismos necesa-
rios para asegurar el efectivo control de legalidad y unidad de actuación de las 
conformidades.

Ello no plantea problemas en aquellos supuestos en que las conclusiones provi-
sionales sean producto de la propia conformidad. En tal caso, el escrito de acusación 
resultante habrá de pasar el filtro de visado, de manera que si el visador formula obje-
ciones o sugerencias el Fiscal que haya negociado y pactado los términos de la con-
formidad se encargará de trasladarlas a los demás partícipes en el acuerdo, a los 
efectos de llevar a cabo las modificaciones oportunas si las aceptan, o dejar sin efecto 
en otro caso –cuando la objeción fuera de entidad suficiente para ello– la conformidad 
provisionalmente pactada. Es por ello necesario que, al cerrar tales acuerdos, el Fiscal 
advierta con claridad a las demás partes que su confirmación está sujeta al sistema de 
control o visado que la Fiscalía tenga establecido.

El mismo régimen deberá también aplicarse, en la medida en que resulte mate-
rialmente posible, a aquellos casos en que, formulada una inicial acusación, la poste-
rior conformidad da lugar a un nuevo escrito de calificación consensuado (como 
expresamente se prevé en el párrafo segundo del art. 784.3, dentro del procedimiento 
abreviado: «Dicha conformidad podrá ser también prestada con el nuevo escrito de 
calificación que conjuntamente firmen las partes acusadoras y el acusado junto con su 
Letrado, en cualquier momento anterior a la celebración de las sesiones del juicio 
oral…»).

Cabe señalar que a los efectos de agilizar las funciones derivadas de la presente 
Instrucción, nada impide que el Fiscal Jefe delegue la función de visar las calificacio-
nes conformadas a alguno de los Fiscales responsables de la coordinación o presta-
ción del servicio que deriva del Protocolo.

Por último, cuando en casos excepcionales razones de urgencia o de agotamiento 
de los plazos procesales impidan materialmente el visado previo a la presentación de 
la calificación, se aplicará, con arreglo a las pautas que el propio Fiscal Jefe señale, un 
sistema de control ulterior –en todo caso previo al juicio– similar al que ya establecía 
la Instrucción 1/2003 para los supuestos de enjuiciamiento inmediato del artículo 801 
LECrim. Debiendo igualmente aplicarse un control a posteriori –como en la práctica 
existe ya en algunas Fiscalías– cuando la conformidad se lleve a cabo, si ha sido 
imposible hacerlo antes, al inicio del juicio oral.

Lo que en definitiva y en cualquier caso ha de asegurarse es que, mediante una u 
otra modalidad de control y con independencia del momento concreto en que, de 
acuerdo con los criterios expuestos, éste se lleve a cabo, todas las conformidades sin 
excepción estén sujetas a alguna fórmula de comprobación similar a la que rige tradi-
cionalmente respecto del contenido de los escritos de acusación.

III.2 � Tutela de los derechos e intereses de las víctimas y perjudicados por el 
delito

Otra de las tareas esenciales que el Fiscal debe asumir en el marco de la resolu-
ción consensuada del procedimiento es la protección de la víctima y del resto de los 
perjudicados por el delito. Esa misión específica del Ministerio Público ha de ser 
particularmente cuidada a la hora de cerrar el acuerdo de conformidad. La víctima se 
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ha encontrado históricamente ausente y desinformada –cuando no perpleja– acerca 
del resultado pactado del proceso, sobre todo cuando no está personada en él.

Por ello, de cara a la negociación de la conformidad el Fiscal procurará oír pre-
viamente a la víctima o perjudicado, aunque no estén personados en la causa, siempre 
que sea posible y lo juzgue necesario para ponderar correctamente los efectos y el 
alcance de tal conformidad, y en todo caso cuando por la gravedad o trascendencia del 
hecho o por la intensidad o la cuantía sean especialmente significativos los intereses 
en juego, así como en todos los supuestos en que víctimas o perjudicados se encuen-
tren en situación de especial vulnerabilidad. Igualmente deberá asegurarse en lo posi-
ble que éstos sean informados de la existencia y los términos de la conformidad, una 
vez pactada, y de sus consecuencias procesales.

A tal fin, los Fiscales Jefes dispondrán los medios necesarios, en los términos 
establecidos por la Instrucción 8/2005, de 26 de julio de 2005, sobre el deber de infor-
mación en la Tutela y Protección de las Víctimas en el Proceso Penal.

IV.  MODALIDADES APLICATIVAS DEL PROTOCOLO

Examinadas las exigencias que plantea el Protocolo en el plano de la organiza-
ción y de los principios constitucionales que rigen la actuación del Ministerio Fiscal, 
conviene, como se advirtió al comienzo, añadir algunas precisiones interpretativas en 
relación con su texto.

De entrada, y como ya se ha advertido, dicho Protocolo trata sólo de facilitar las 
gestiones y los trámites que conducen a la solución consensuada del proceso, y no de 
someter a revisión el régimen jurídico de la conformidad, ya examinado por la Fisca-
lía General del Estado en las Circulares e Instrucciones reiteradamente citadas.

Así delimitada la cuestión, los detalles que, en ese terreno meramente práctico, 
pueden merecer un comentario aclaratorio en orden a la aplicación del Protocolo, son 
los siguientes:

IV.1  Ámbito material de aplicación

El Protocolo dedica sus artículos 2 y 3 a delimitar su campo objetivo y funcional 
de aplicación, aunque en realidad dicha delimitación resulta del conjunto de sus nor-
mas. La consideración integral de todas ellas lleva a concluir que se excluyen con 
carácter general de su ámbito:

—  Los juicios rápidos en el Juzgado de guardia (o juicios inmediatos), mencio-
nados expresamente en el artículo 4 del Protocolo. Es obvio que el artículo 801 
LECrim, al contemplar un trámite específico de conformidad en el acto, impone ex 
lege el insoslayable contacto directo y personal entre Fiscal y partes, que es precisa-
mente lo que el Protocolo busca establecer para aquellos otros casos en que ese con-
tacto es viable, pero no forzoso, en un momento anterior al juicio.

—  Los juicios ante el Tribunal de Jurado. Nada impide sin embargo que los 
mecanismos de contacto y enlace que el Protocolo pone en marcha puedan aplicarse 
en ese ámbito. La razón de su exclusión –o, mejor dicho, de su omisión– ha sido pre-
servar la sencillez aplicativa del Protocolo, que podría haberse visto comprometida 
por el complejo régimen jurídico de la conformidad en la Ley del Jurado, que como es 
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sabido incluye normas específicas reguladoras de la terminación consensuada del 
proceso, extendiéndola incluso más allá de la apertura de la fase de enjuiciamiento.

—  Los juicios ante los Tribunales Superiores de Justicia y el Tribunal Supremo. 
La excepcionalidad de los procedimientos contra aforados no hace necesaria la orga-
nización estable y formal en las respectivas Fiscalías de un sistema de actuación como 
el que diseña el Protocolo. Ello no quiere decir tampoco que en tales casos no sean de 
aplicación los principios y la filosofía que lo inspiran, y no puedan adoptarse solucio-
nes prácticas en la línea de las que aquí se apuntan. Pero no tendría ningún sentido 
práctico, y sí sería una engorrosa fuente de formalidades, tratar de articular por ejem-
plo un sistema de relación institucionalizada entre la Fiscalía del Tribunal Supremo y 
todos los Colegios de Abogados de España, en previsión de una eventual conformidad 
en una causa con aforado.

Por el contrario, desde un punto de vista cualitativo, no debe inducir a engaño la 
aparente distinción que el Protocolo parece sugerir entre los procedimientos seguidos 
ante los órganos de la Audiencia Nacional y el resto de Juzgados y Tribunales, al 
mencionar aquéllos de manera explícita. Por el contrario se trata, justamente, de 
subrayar que la Fiscalía de la Audiencia Nacional y las Fiscalías Especiales que 
actúan ante ella también están incluidas en el ámbito de aplicación del documento 
suscrito por el CGAE y la Fiscalía General del Estado, aun cuando tal aplicación pre-
sente algunas singularidades.

Singularidades como las que derivan de su ámbito territorial estatal, a cuyos 
específicos problemas podrá seguramente aportar soluciones complementarias el sis-
tema de localización de los Letrados que contempla el Protocolo, sea accediendo 
directamente al servicio del Colegio que corresponda o mediante la colaboración de 
las distintas Fiscalías Provinciales.

O, en otro sentido, peculiaridades como la intrínseca complejidad de la mayor 
parte de los asuntos de los que conocen estas Fiscalías centrales, que naturalmente 
reducen, si no excluyen, el que la conformidad sea negociada o acordada por un Fis-
cal diferente de aquél o aquéllos que tienen asignado el despacho del asunto que se 
trata de conformar.

Tales especialidades no excluyen, en todo caso, que dichas Fiscalías deban ase-
gurar la prestación del servicio que exige el cumplimiento del Protocolo, para dar 
debido curso a las iniciativas de los Letrados que actúen en los asuntos de los que esos 
órganos conocen, y canalizar igualmente las iniciativas de los Fiscales en la línea que 
se apuntará en el siguiente apartado, así como para fortalecer los controles de legali-
dad y unidad de actuación de las conformidades en virtud de las indicaciones que 
agrega la presente Instrucción.

IV.2  Criterios generales de aplicación del protocolo

IV.2.1  Anticipación de la conformidad

Hay que insistir de modo enfático en que el núcleo esencial del Protocolo, y el 
objetivo fundamental que persigue la Fiscalía General del Estado al firmarlo, es anti-
cipar las conformidades a un momento previo al juicio oral. En ese sentido, por tanto, 
deben interpretarse las reglas del documento suscrito con el CGAE, y a esa finalidad 
han de orientarse todos los esfuerzos del Ministerio Fiscal en la aplicación de la pre-
sente Instrucción. Como se verá al estudiar con más detalle algunos aspectos concre-
tos de la aplicación del Protocolo, es en el procedimiento abreviado donde esa 
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pretensión tiene un mayor campo de acción. Pero ello no exige descartar el mismo 
objetivo en el procedimiento ordinario, en los supuestos y con los requisitos que limi-
tadamente establece la Ley.

IV.2.2  Gestión de las iniciativas de conformidad

Las solicitudes dirigidas al Fiscal por los Abogados defensores deberán atenderse 
con la máxima rapidez y diligencia, ofreciendo el contacto personal y directo que el 
Protocolo exige en el tiempo mínimo imprescindible. Con ese propósito, si conforme 
al sistema organizativo de cada Fiscalía la negociación de la conformidad no corres-
ponde al Fiscal o Fiscales encargados de recibir y atender la solicitud, sino al que está 
asignado al asunto, al que elaboró la acusación o al que ha de asistir al juicio, la tarea 
del primero consistirá en asegurar al Abogado el contacto con éstos, disponiendo para 
ello el Fiscal Jefe el adecuado sistema de coordinación y comunicación en el interior 
de la Fiscalía. Si, por el contrario, son los propios Fiscales encargados de coordinar 
las conformidades los que directamente asumen la tarea de acordar sus términos con 
los Letrados, deberán dichos Fiscales recabar a la mayor urgencia posible la informa-
ción necesaria (la causa, o la carpetilla, y en su caso el parecer del Fiscal que tenga 
asignado el asunto) y citar al Abogado o Abogados para, una vez conocidos los por-
menores del asunto, concretar los términos del posible pacto de conformidad.

En el supuesto inverso, es decir, cuando la iniciativa parte del Fiscal, los términos 
de aplicación del Protocolo son igualmente simples: en principio, el Fiscal encargado 
del asunto –o responsable de asegurar el cumplimiento del Protocolo, una vez más 
según la organización de cada Fiscalía– valorará, a partir de los factores en presencia, 
las posibilidades de promover la conformidad, muy especialmente cuando no existan 
intereses de terceros afectados o, por supuesto, cuando sean éstos –víctimas o perju-
dicados– quienes lo insten del Ministerio Fiscal.

En este apartado ha de destacarse la referencia que el artículo 5.1.1. del Protocolo 
hace al artículo 779.1.5 de la LECrim (y no 799.1.5, como dice su texto por error). La 
posibilidad de que, si se dan los requisitos que la norma establece, el acusado reco-
nozca los hechos y el procedimiento se reconduzca a la vía de juicio rápido, debe ser 
fomentada siempre que resulte viable, debiendo, a tal fin, tratar de asegurarse el Fis-
cal encargado del asunto de que el Abogado defensor informa debidamente al acusado 
del derecho que le asiste, y de las consecuencias favorables (reducción de un tercio de 
la pena) de las que, en los términos y con las condiciones del art. 801, puede benefi-
ciarse.

Es éste uno de los supuestos en que, en cuanto considere que es viable la confor-
midad, el Fiscal debe imperativamente tomar la iniciativa, si no lo hace el propio 
Abogado, activando el sistema de localización de éste con el fin de asegurarse, como 
queda dicho, de que el acusado es consciente de las posibilidades que la ley le 
ofrece.

Decidida en cualquier caso por el Fiscal la conveniencia de plantear un acuerdo 
de conformidad, se procederá a la localización del Letrado o Letrados defensores, 
acudiendo si es preciso al servicio que diseña el Protocolo, por el medio que se haya 
acordado entre el Fiscal Jefe y el Decano del Colegio de Abogados correspondiente. 
Hay que apuntar que, si existen varias defensas, el mismo artículo 7 del Protocolo, en 
su apartado 5 exige al Fiscal contactar y negociar la conformidad simultáneamente 
con todas ellas («deberá citarse a todos ellos conjuntamente»).

Se trata, en definitiva, de asegurar la máxima transparencia y la buena fe de todos 
los participantes en el acuerdo de conformidad, evitando cualquier posible suspicacia 
acerca del favorecimiento de una u otra posición. No es menos evidente, sin embargo, 
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que esta norma no será de aplicación cuando la conformidad no se plantee respecto de 
todos los acusados, ya sea en origen y por la naturaleza o las características del asunto, 
ya sea ulteriormente como consecuencia de la propia decisión de apartarse adoptada 
por alguna o algunas de las defensas, en cuyo caso podrá lógicamente llevarse a cabo 
o proseguirse la negociación con los Abogados de aquellos acusados a quienes efecti-
vamente haya de afectar el eventual acuerdo.

Los mecanismos de contacto que el Protocolo diseña se contemplan en principio 
para la localización del Abogado defensor, pero pueden ser igualmente utilizados para 
contactar con los Letrados de las demás partes personadas, sin cuyo concurso (art. 7.6) 
no es obviamente posible que la conformidad llegue a formalizarse en el proceso.

Producido el acuerdo de conformidad, es fundamental que el procedimiento con-
ducente a la aprobación judicial de la misma quede claramente protocolizado en cada 
Fiscalía, a fin de evitar errores o duplicidades. En ese sentido, y sin perjuicio de lo que 
se dirá en el siguiente apartado, deberá cuidarse especialmente que el Fiscal que debe 
materializar la conformidad ante el órgano judicial, si no es el mismo que la negoció, 
tenga pronto y exacto conocimiento de la misma, a cuyo fin los Fiscales Jefes habrán 
de establecer un sistema seguro e inmediato de comunicación.

IV.2.3  Intervención del Juez o Tribunal

En orden a la fructífera gestión de las herramientas que el Protocolo ofrece a 
Fiscales y Abogados, resulta de la máxima importancia definir la relación con el otro 
protagonista esencial de la conformidad, que es evidentemente el Juez o Tribunal que 
ha de aprobarla. En este aspecto hay que aclarar que, si bien el Consejo General del 
Poder Judicial no ha suscrito el Protocolo, puesto que como Órgano de Gobierno de 
los Jueces carece de facultades para vincular a éstos en cuanto pueda comprometer el 
ejercicio de su función jurisdiccional, sin embargo sí estuvo representado en el acto 
de la firma y ha recibido comunicación formal del texto, asumiendo el compromiso 
de difundirlo, para su conocimiento, entre los Jueces, Tribunales y órganos de 
gobierno del Poder Judicial, a fin de facilitar en lo posible su aplicación.

Por ello, otra de las tareas que los Fiscales Jefes y, en su caso, los Fiscales encar-
gados por ellos de coordinar la aplicación del Protocolo, han de asumir en relación 
con éste, es la de recabar, promover y facilitar dicha colaboración de los referidos 
órganos jurisdiccionales y de gobierno judicial en su correspondiente nivel territorial, 
tratando, en particular, de que la anticipación de las conformidades a un momento 
anterior al juicio oral se traduzca en dos efectos benéficos:

a)  En primer lugar, que el juicio oral previamente conformado se señale pres-
cindiendo en principio de la citación de los testigos y peritos, y de todas aquellas otras 
actuaciones cuyo objeto sea preparar la práctica de la prueba. Éste es, como ya se ha 
dicho, uno de los objetivos fundamentales del Protocolo y de la presente Instrucción: 
descargar al órgano judicial de una laboriosa y a veces complicada tarea, y sobre todo 
evitar a los ciudadanos afectados por el delito y a los profesionales colaboradores con 
la Administración de Justicia el inútil desplazamiento y la frustrante pérdida de tiempo 
que hoy por hoy suponen las conformidades al inicio del juicio.

Hay que recordar, en este punto, que como ya se advertía en la Circular 1/2003, 
la Ley 38/2002 de 24 de octubre, reguladora de los juicios rápidos, suprimió –en el 
único ámbito en que hasta entonces era posible, el procedimiento abreviado compe-
tencia del Juzgado de lo Penal– la posibilidad de conformidad en la fase instructora 
seguida de remisión inmediata al órgano de enjuiciamiento para que, con la sola cita-
ción del Fiscal y las partes, pudiera dictarse sentencia en el acto (art. 789.5.5.ª LECrim 
derogado). La legislación vigente exige, por tanto, el señalamiento formal de la vista 
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oral en todo caso, en los términos y por los trámites que con carácter general –y para 
cada tipo de procedimiento– la propia Ley establece.

Sin embargo, nada impide que, habiéndose producido el acuerdo de conformidad 
en la fase instructora o en la fase intermedia, en el escrito conjunto o en el que el Fis-
cal dirija, como enseguida se dirá, al órgano de enjuiciamiento haciendo constar la 
existencia del acuerdo, se solicite del Juzgado o Tribunal el señalamiento de la vista 
oral con cita únicamente del Fiscal y las partes, a los solos efectos de formalizar la 
conformidad (o la confesión, en el procedimiento ordinario) del acusado, y por tanto 
sin citación de testigos o peritos ni práctica de ninguna otra actuación encaminada a 
preparar la práctica de la prueba. La eventual e inesperada retractación del acusado a 
presencia judicial podrá solventarse sin dificultad mediante la suspensión del juicio y 
el señalamiento de la continuación previa la oportuna citación de quienes hayan de 
intervenir en ella, o incluso la práctica de una instrucción suplementaria cuando el 
acuerdo de conformidad hubiera precipitado el cierre de la fase instructora sin la plena 
conclusión de la investigación de los hechos (art. 746.6 LECrim), invocando si pro-
cede las normas sancionadoras del abuso de derecho y la mala fe procesal (v.g. 
art. 11.2 LOPJ).

Otro de los aspectos relevantes a la hora de asegurar la eficacia de ese objetivo de 
anticipación de la conformidad es el de la cuidadosa administración de los tiempos. El 
plazo de diez días previos al comienzo del juicio oral que el Protocolo fija para cerrar 
el acuerdo de conformidad y comunicarlo al órgano judicial puede resultar, en la 
mayor parte de los territorios, manifiestamente insuficiente, siendo lo habitual que el 
señalamiento se produzca con mayor antelación, y que a esas alturas la oficina judi-
cial ya haya puesto en marcha las actuaciones orientadas a la celebración del juicio. 
En este punto ha de prevenirse que la aplicación de la regla no conduzca exactamente 
al efecto contrario del que pretende: si la conformidad llega en ese momento no sólo 
no restará trabajo al órgano judicial, sino que lo multiplicará, pues obligará a dejar sin 
efecto dichas actuaciones, con el fin de lograr el otro propósito perseguido, que es 
evitar inútiles molestias y desplazamientos a los citados.

Hay que subrayar, por tanto, que el mencionado plazo de diez días se configura 
como mero límite de referencia, y en consecuencia su utilidad se supedita a las nece-
sidades y los objetivos del Protocolo y de la presente Instrucción. Por ello los Sres. 
Fiscales extremarán su esfuerzo para lograr que, siempre que no sea imposible, la 
conformidad se ponga en conocimiento del Juzgado antes de que se haya señalado el 
juicio o, como mínimo, antes de que, conforme a los plazos habituales con que esa 
tarea se venga realizando en cada localidad o por el Órgano Judicial de que se trate, se 
hayan iniciado los trámites conducentes a su efectiva celebración.

b)  El segundo efecto beneficioso que ha de buscarse en la colaboración del 
Órgano Judicial consiste en que los señalamientos de juicios conformados se antici-
pen en lo posible, acumulándose periódicamente en una misma fecha. Esa concentra-
ción de un número elevado de vistas breves –sin práctica de prueba– permitirá 
descargar o incluso eliminar de la agenda judicial otras jornadas de señalamiento, 
generando una notable liberación de recursos tanto en el Órgano de enjuiciamiento 
como en la Fiscalía. Para ello es importante que el Fiscal –que es a quien el Protocolo 
suscrito atribuye en su art. 7.3 esa función–, una vez alcanzada la conformidad lo 
haga saber inmediatamente al Juzgado o Tribunal, instando la inmediata conclusión 
de la instrucción (si la conformidad se ha alcanzado en esa fase) o el inmediato seña-
lamiento del juicio oral, en cuanto sea legalmente posible. Esta solicitud podrá cana-
lizarse mediante otrosí en el propio escrito de acusación, que siempre que sea posible 
deberá formularse conjuntamente con la defensa (art. 784.3 párrafo segundo LECrim.), 
o, en otro caso, mediante escrito específicamente dirigido a tal fin al Órgano Judicial, 
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en el que se anunciará a éste la existencia de un acuerdo de conformidad que poste-
riormente será ratificado por la defensa en su escrito de conclusiones y/o al comienzo 
del juicio.

Precisamente en relación con este último supuesto del pacto de conformidad 
negociado y cerrado en la sala de vistas justo antes del inicio del juicio oral (que, si el 
Protocolo cumple sus objetivos, debería quedar como un fenómeno residual) los Fis-
cales, y principalmente los Fiscales Jefes, deben también realizar un especial esfuerzo 
por activar y obtener la colaboración de los Jueces y Magistrados titulares de los 
Órganos de enjuiciamiento, con la finalidad de preservar –como el propio protocolo 
afirma– la confidencialidad de la negociación.

Evitar la presencia del Tribunal en ella, e incluso procurar que no se produzca en 
el espacio físico de la sala de vistas (aunque para ello sea necesario interrumpir breve-
mente el curso de las sesiones), serán objetivos más fáciles de conseguir, contando 
con la indudable buena disposición de Jueces y Magistrados, en la medida en que, 
precisamente, la correcta aplicación del Protocolo y el debido cumplimento de la pre-
sente Instrucción logren reducir a la categoría de excepcional esta manera hoy habi-
tual, por no decir casi única, de finalización consensuada del proceso.

CONCLUSIONES

1.  El Protocolo de actuación para juicios de conformidad suscrito por la Fisca-
lía General del Estado y el Consejo General de la Abogacía Española que se adjunta a 
la presente Instrucción tiene por objeto establecer un sistema de coordinación entre 
Fiscalías y Colegios de Abogados con la finalidad prioritaria de anticipar las confor-
midades a un momento anterior del juicio oral, reduciendo la carga de trabajo de los 
Órganos de enjuiciamiento y evitando inútiles molestias y pérdidas de tiempo a los 
ciudadanos involuntariamente implicados en el proceso penal. A ello, la presente Ins-
trucción añade el propósito de reforzar las garantías de legalidad, unidad de actuación 
y protección de la victima en el ámbito de la conformidad penal.

2.  Para la puesta en marcha del Protocolo, los Fiscales Jefes deberán organizar 
según las necesidades y posibilidades de la respectiva Fiscalía, y en contacto con el 
Decano del Colegio o Colegios de Abogados de su territorio, el sistema de aplicación 
del aquél, que en todo caso deberá configurarse como una prestación disponible y 
fácilmente accesible tanto para los propios Fiscales como para los Abogados.

3.  Tal organización incluirá la designación de uno o varios Fiscales encargados 
del seguimiento de la aplicación del Protocolo, actuando como punto de referencia 
para el paralelo servicio que debe funcionar en los Colegios de Abogados, con el que 
deberán resolver directamente las incidencias que puedan producirse, sin perjuicio de 
comunicar a la Inspección Fiscal, por conducto del Fiscal Jefe, aquellos problemas 
que por su entidad lleguen a impedir o dificultar seriamente el funcionamiento del 
sistema.

4.  Dichos Fiscales asumirán la función de canalizar las solicitudes de los Abo-
gados, o de los respectivos servicios de los Colegios, así como las de los propios 
miembros de la Fiscalía, para establecer el contacto entre Fiscal y Abogado en orden 
a la negociación de la conformidad. Podrán también, en las condiciones y con los 
medios que determinen los Fiscales Jefes, asumir facultades de negociación directa de 
las conformidades en asuntos asignados a otros miembros de la plantilla, cuando se 
trate de procedimientos sencillos.
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5.  La aplicación del Protocolo debe aprovecharse para reforzar el control de 
legalidad y unidad de actuación del Ministerio Fiscal en el ámbito de las conformida-
des. En consecuencia, los escritos de calificación formulados conjuntamente con la 
defensa deberán someterse al oportuno visado, del modo y con las consecuencias que 
en esta Instrucción se establecen, y en todo caso los Fiscales Jefes deberán adoptar las 
oportunas medidas para que todas las conformidades sin excepción queden sujetas a 
alguna fórmula de comprobación similar a la que rige tradicionalmente respecto del 
contenido de los escritos de acusación.

6.  Igualmente ha de cuidarse, de cara a la conformidad, la especial protección 
de los intereses de las víctimas y los perjudicados por el delito, oyéndolos previa-
mente cuando sea necesario para ponderar los efectos y el alcance del acuerdo, y en 
todo caso cuando sean especialmente significativos los intereses en juego o dichas 
personas se encuentren en especial situación de vulnerabilidad.

7.  El concreto ámbito de aplicación del Protocolo se extiende a todos los proce-
dimientos penales, con exclusión del enjuiciamiento inmediato previsto en el ar-
tículo 801 LECrim, los juicios ante el Tribunal de Jurado y las causas con aforado. No 
obstante también en estos casos los Sres. Fiscales deban tener en cuenta los principios 
y fines inspiradores del Protocolo y de la presente Instrucción.

El Protocolo es plenamente aplicable en los procedimientos que se siguen ante la 
Audiencia Nacional, con las peculiaridades derivadas de su ámbito territorial y de la 
especial complejidad de los asuntos que en ella se tramitan.

8.  Las solicitudes dirigidas al Fiscal por los Abogados defensores deberán aten-
derse con la máxima rapidez y diligencia, ofreciendo el contacto personal y directo 
que el Protocolo exige en el tiempo mínimo imprescindible. Recíprocamente, la ini-
ciativa del Fiscal deberá canalizarse de manera ágil mediante la localización del Abo-
gado o Abogados, pudiendo aplicar el sistema del Protocolo tanto respecto de los 
defensores como de los que ejerzan la acusación. Si son varios, la negociación habrá 
de entablarse conjuntamente con todos ellos, salvo en los casos en que, conforme a lo 
indicado en la presente Instrucción, alguno o algunos de los acusados queden exclui-
dos de la conformidad.

En particular, se cuidará especialmente la potenciación del régimen de conformi-
dad premial previsto en el artículo 779.1.5 LECrim., debiendo el Fiscal en esos 
supuestos tomar inmediatamente la iniciativa para la aplicación del Protocolo, y ase-
gurarse de que el acusado tiene información suficiente acerca de tal posibilidad pro-
cesal.

9.  Los Fiscales Jefes articularán las medidas necesarias para asegurar que las 
conformidades alcanzadas con carácter previo se hacen efectivas sin problemas en la 
correspondiente vista oral, en aquellos casos en que el Fiscal encargado de asistir a la 
vista no sea el mismo que pactó las condiciones de dicha conformidad.

10.  Del mismo modo, los Fiscales Jefes y, en su caso, los Fiscales encargados 
del seguimiento del Protocolo, procurarán obtener la colaboración de los Órganos 
Judiciales para que, pactada la conformidad con carácter previo al juicio, éste se 
señale en breve, citando únicamente al Fiscal y las partes a los meros efectos de rati-
ficar la conformidad, lo que deberá solicitar el Fiscal por otrosí en el escrito de califi-
cación o mediante escrito específicamente dirigido a ese fin. Para hacer efectivo este 
propósito, aunque el Protocolo señala un plazo indicativo de diez días previos al ini-
cio del juicio, los Sres. Fiscales deberán procurar que tal comunicación llegue al 
Órgano Judicial antes de que éste acuerde el señalamiento del juicio, o en todo caso 
antes de que la oficina judicial comience a tramitar la preparación del mismo.

Asimismo, los Fiscales Jefes recabarán la colaboración de los correspondientes 
Órganos de gobierno del Poder Judicial y de los titulares de los Órganos de enjuicia-
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miento para que se acumulen en lo posible esta clase de señalamientos, con el objeto 
de aligerar y racionalizar la agenda judicial. Y, en fin, tratarán de obtener la coopera-
ción de dichos Órganos de enjuiciamiento para preservar la confidencialidad de las 
conversaciones entre Fiscal y Abogado cuando la conformidad, no habiendo sido 
posible antes, deba negociarse con carácter inmediatamente previo a la vista oral.

En virtud de todo lo expuesto, los Sres. Fiscales, en el ejercicio de sus funciones, 
velarán por el efectivo cumplimiento de la presente Instrucción.

PROTOCOLO DE ACTUACIÓN PARA JUICIOS DE CONFORMI-
DAD SUSCRITO ENTRE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO 

Y EL CONSEJO GENERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA

Madrid, a 1 de abril de dos mil nueve

REUNIDOS

De una parte, el Excelentísimo Sr. don Cándido Conde-Pumpido Tourón, Fiscal 
General del Estado, nombrado en virtud de Real Decreto 750/2008, de 9 de mayo y, 
en el ejercicio de la representación del Ministerio Fiscal, órgano de relevancia consti-
tucional con personalidad jurídica propia, según recoge en la Ley 24/2007, de 9 de 
octubre, por la que se modifica el artículo 2.1 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 
reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

De otra parte, el Excelentísimo Sr. don Carlos Carnicer Díez, Presidente del Con-
sejo General de la Abogacía Española, órgano representativo, coordinador y ejecutivo 
superior de los Ilustres Colegios de Abogados de España de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 67 del Real Decreto 658/200, de 22 de junio, por el que se aprueba el 
Estatuto General de la Abogacía Española.

Ambas partes actúan en nombre y representación de las Instituciones a las que, 
respectivamente, pertenecen y de manera recíproca se reconocen la competencia y la 
capacidad precisas para formalizar el presente Protocolo, y por ello 

EXPONEN

1.  El presente Protocolo tiene por finalidad actualizar los medios de solución 
consensuada del proceso penal que se orientan prioritariamente a fomentar la celeri-
dad y a simplificar los trámites precisos para alcanzar la sentencia dispuestos por la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal especialmente desde la reforma de la Ley Orgá-
nica 15/2003.

La conformidad no es una novedad en nuestro ordenamiento procesal penal: su 
regulación originaria y esencial se recoge en los artículos 655 y 688 a 700 de la Ley 
Procesal penal. A esa inicial y más que centenaria normativa se le han ido superpo-
niendo preceptos que han sido introducidos sucesivamente por leyes modificativas de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal o complementarias de ésta. En consecuencia, la 
última reforma aludida no ha alterado sustancialmente los trámites de la conformidad 
ordinaria o común en el procedimiento abreviado ni en el sumario. El principio de 
consenso sigue existiendo como incidencia que se produce en la fase preparatoria del 
juicio, tras la apertura del juicio oral, en momentos casi coincidentes a los previstos 
en la regulación original, así: en el trámite de evacuación del escrito de defensa (ar-
tículo 784.3, párrafo 1); mediante la novedad que representa el posible escrito de 
calificación suscrito por acusación y defensa, fruto de la previa negociación, que se 
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incorpora a la causa en cualquier momento anterior a la celebración de las sesiones 
del juicio oral (artículo 784.3, párrafo 2); y, finalmente, al inicio de las sesiones del 
juicio oral, antes de la práctica de la prueba (artículo 787.1).

La Ley de Enjuiciamiento Criminal mantiene el ámbito de aplicación que la con-
formidad ordinaria tenía en la regulación precedente. Las reglas del presente Proto-
colo se observarán igualmente en el procedimiento de sumario ordinario, en cuanto 
resulten aplicables, ya sea para la conformidad prevista en el artículo 655 LECrim., 
ya sea para favorecer el acuerdo de la acusación y la defensa que permita la confesión 
del reo con renuncia a la continuación del juicio que se regula en el artículo 688. La 
conformidad sigue siendo, en la nueva normativa, un medio para salvar la necesaria 
celebración del juicio oral y evitar el efecto estigmatizador del mismo, proporcionado 
al acusado dispuesto a reconocer la culpa una vía de resolución del proceso más satis-
factoria desde el punto de vista de su resocialización. Esta conformidad ordinaria no 
permite un acotamiento relevante del proceso, pues la conformidad se verifica cum-
plida la fase de instrucción, durante la fase intermedia o preparatoria del juicio, o en 
el mismo inicio de las sesiones. Probablemente responda a la necesidad de superar el 
limitado efecto reductor de trámites de la conformidad ordinaria la novedosa opción 
legislativa contenida en el artículo 801 LECrim de fomentar la vía de la negociada de 
solución del proceso ofreciendo una relevante rebaja de su condena al imputado que 
asumiere su propia responsabilidad de manera inmediata en el servicio de guardia del 
Juzgado de Instrucción o en el periodo de instrucción de diligencias previas.

2.  El número de sentencias de conformidad dictadas ha ido en progresivo 
aumento con las sucesivas reformas. El legislador ha ido potenciando la solución con-
sensuada como un modo de terminación del conflicto penal.

3.  Una adecuada aplicación del presente Protocolo mejorará sensiblemente 
nuestra administración de Justicia, siendo beneficiosa para toda la sociedad en gene-
ral. Por un lado, y en relación a la Administración de Justicia, este Protocolo incidirá 
en la descongestión de los Juzgados, colaborando a reducir el colapso que muchos de 
nuestros Juzgados y Tribunales vienen padeciendo, al agilizar la finalización de pro-
cesos penales por vía del acuerdo entre las partes; y evitará, en parte, el quebranto de 
las agendas de los órganos de enjuiciamiento a la hora de hacer los señalamientos, 
permitiendo una mejor programación al conocer de antemano algunas de las confor-
midades y poder señalar días específicos para las mismas. Por otro lado, también 
producirá efectos beneficiosos a todos los ciudadanos que se ven obligados a colabo-
rar con la Administración de Justicia –testigos en general, funcionarios de las Fuerzas 
y Cuerpos de seguridad del Estado y peritos–, pues previendo con antelación sufi-
ciente la conformidad de las partes en el proceso, se evitan citaciones, esperas y 
molestias innecesarias.

Sin duda ello también revertirá de forma positiva en relación a las víctimas, que 
de forma más ágil y segura podrán ser reparadas del daño causado, así como en rela-
ción a los acusados, que verán finalizado el proceso de forma más ágil y consen-
suada.

4.  El presente Protocolo pretende un sistema de conformidades sustentado por 
las ideas de simplicidad y agilidad. Por un lado, se establece que las distintas Fisca-
lías y Colegios de Abogados –o agrupaciones de los mismos–, cuenten con Fiscales 
y Letrados cuya misión fundamental será el seguimiento, aplicación y correcto desa-
rrollo del presente protocolo, solventando las distintas incidencias que puedan pro-
ducirse. La Fiscalía mantendrá un servicio de incidencias diario para atender las 
conversaciones o pactos sobre conformidad, con independencia de quién sea el Fis-
cal asignado al asunto. El Fiscal de incidencias actuará para la conformidad como si 
fuera el designado conforme a las normas de reparto a los efectos de poder atender 
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los acuerdos y, en su caso, presentar un escrito conjunto al órgano competente según 
la fase procesal. En estos casos también se facilitará la cita entre los Fiscales y los 
Letrados.

Para los supuestos en que efectivamente se llegue a una conformidad, la propia 
Fiscalía se encargará de poner en conocimiento del Juzgado o Tribunal que conozca 
de la causa el acuerdo, a los efectos de que se agilice el máximo posible la Vista Oral 
de Conformidad, así como para que se puedan unificar en los mismos días distintas 
vistas de conformidades.

Y al efecto ACUERDAN

Artículo 1.  Objeto del protocolo

La presente normativa tiene por objeto la organización necesaria para la celebra-
ción de los juicios de conformidad a los que se refiere la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal.

Artículo 2.  Ámbito funcional

Se limita a aquellos delitos cuyo enjuiciamiento y fallo sea competencia de los 
Juzgados de lo Penal, de los Juzgados Centrales de lo Penal, de la Audiencia Provin-
cial y de la Audiencia Nacional.

Artículo 3.  Ámbito objetivo

Estas normas se aplicarán a los procedimientos de los que conozcan dichos órga-
nos de enjuiciamiento como procedimientos abreviados y sumarios, y dentro del 
marco legal que nuestra Ley Ritual establece para las conformidades.

Artículo 4.  En el Juzgado de Guardia

Será de aplicación lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal respecto a 
los llamados Juicios Rápidos (artículos 801 y siguientes) sin que sea de aplicación el 
presente Protocolo.

Artículo 5.  En el procedimiento abreviado

l.  En el Juzgado de Instrucción y Juzgado Central de Instrucción.

1.1  Con carácter previo al periodo intermedio (antes del Auto de transforma-
ción a Procedimiento Abreviado): una vez llegado a un acuerdo de conformidad, se 
interesará del Juez Instructor la acomodación del procedimiento, a los efectos de 
poder presentar escrito de calificación provisional conjunta de conformidad consen-
suado entre el Ministerio Fiscal y la Defensa del imputado. Todo ello sin perjuicio de 
que en los casos que proceda, se pueda tramitar dicha conformidad como procedi-
miento urgente según lo dispuesto en el artículo 799.1, 5a LECrim.

1.2  Después de evacuado el trámite de calificación y antes del señalamiento del 
Juicio Oral: nuevo escrito de calificación provisional conjunta de conformidad que 
habrán de consensuar el Ministerio Fiscal y la Defensa del imputado.

2.  En el Juzgado de lo Penal y Juzgado Central de lo Penal.

2.1  Antes de la fecha del Juicio Oral: al menos diez días previos a la fecha de 
comienzo del Juicio Oral. Nuevo escrito de calificación conjunto de conformidad del 
Ministerio Público y la Defensa del acusado.
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3.  En la Audiencia Provincial y Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

3.1  Antes de la fecha del Juicio Oral: al menos diez días previos a la fecha de 
comienzo del Juicio Oral. Nuevo escrito de calificación conjunta de conformidad del 
Ministerio Público y la Defensa del acusado.

3.2  En el Juicio Oral: en este caso el pacto de conformidad se desarrollará con 
la sola presencia del Ministerio Fiscal y la Defensa del acusado, de forma que se pre-
serve la confidencialidad de la negociación.

Artículo 6.  En el Procedimiento Ordinario Sumario

1.  En el Juzgado de Instrucción y Juzgado Central de Instrucción.

1.1  Antes de evacuar el trámite de calificación, el Ministerio Fiscal y la Defensa 
del acusado podrán pactar un acuerdo que tendrá reflejo en el escrito de calificación 
provisional del Ministerio Público, a los efectos de aplicación del artículo 655 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Si el citado artículo 655, atendida la gravedad de la pena, no fuera aplicable, 
podrá igualmente formularse dicho acuerdo, que el Fiscal reflejará en su escrito de 
conclusiones provisionales. En este caso, la defensa, al evacuar sus conclusiones, hará 
constar en el mismo la conformidad del acusado, a fin de que el Tribunal pueda 
tomarla en consideración al resolver acerca del señalamiento del juicio de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 659 LECrim.

2.  En la Audiencia Provincial y Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

2.1  Antes de la fecha del Juicio Oral: al menos diez días previos a la fecha de 
comienzo del Juicio Oral. Escrito de calificación definitiva conjunta de conformidad 
del Ministerio Público y la Defensa acusado.

2.2  En el Juicio Oral: en este caso y como viene desarrollándose en el momento 
presente, se desarrollará el pacto de conformidad en la propia Sala con la sola presen-
cia del Ministerio Fiscal y la Defensa del acusado, sin que sea de aplicación el pre-
sente Protocolo.

Artículo 7.  Protocolo de actuación

1.  En las Fiscalías se designarán uno o varios Fiscales, dotados de los medios 
humanos y materiales necesarios, para el seguimiento y aplicación de las presentes 
normas. En consecuencia, dichos Fiscales asumirán por sí mismos o asegurarán de 
manera coordinada e inmediata la comunicación con los Letrados a los efectos de este 
Protocolo, así como la negociación y, producido en su caso el acuerdo de conformi-
dad, la efectiva realización de éste por los procedimientos establecidos en la Ley. 
Todo ello sin perjuicio de que en los supuestos en que la Fiscalía lo considere opor-
tuno, dichos acuerdos puedan o deban llevarse a cabo por el Fiscal asignado para la 
causa concreta.

2.  Los Colegios de Abogados designarán uno o varios letrados coordinadores 
para el seguimiento, aplicación y correcto desarrollo del presente protocolo; enten-
diendo esta coordinación como medio para facilitar la labor de la Fiscalía en cuanto a 
la localización de letrados defensores con los que la Fiscalía quiera contactar para una 
posible conformidad en la calificación de los hechos objeto de enjuiciamiento, así 
como para facilitar a los Letrados defensores la localización de los Fiscales con los 
que contactar para una posible conformidad.

3.  Una vez llegado a un acuerdo de conformidad entre las partes, será la propia 
Fiscalía la encargada de poner en conocimiento del Juzgado o Tribunal competente el 



756 Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales

ADPCP, VOL. LXII, 2009

acuerdo alcanzado, a los efectos de que se pueda proceder al señalamiento de la Vista 
Oral de conformidad sin más dilación, citando exclusivamente a las partes.

4.  Los Letrados, previamente a interesar la aplicación del presente Protocolo, 
deberán haber informado a su cliente, y contar con el previo e inicial acuerdo del 
mismo para alcanzar una conformidad.

5.  Para los supuestos en que existan pluralidad de Letrados defensores en la 
misma causa, todos ellos deberán interesar conjuntamente la cita con Fiscalía a los 
efectos de estudiar la posible conformidad. Y para el caso que sea Fiscalía la que 
interese la cita con los Letrados, también deberá citarse a todos ellos conjuntamente. 

6.  Para los supuestos en que existan Letrados acusadores, éstos también debe-
rán estar presentes en la citas y, en su caso, llegar al acuerdo de conformidad conjun-
tamente con el Fiscal y el Letrado, o Letrados, de la defensa.

7.  Los acusados, una vez llegado al acuerdo de conformidad, deberán aceptar 
de forma expresa dicho acuerdo

En prueba de conformidad, las partes firman por duplicado, en el lugar y fecha 
indicados.


